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Resumen y Abstract V 
 
Resumen 
El presente trabajo analiza las disposiciones normativas relacionadas con educación 
superior en el marco de la Ley 1448 de 2011. Para lo anterior, se buscan elementos 
conceptuales que desde la justicia transicional permitan argumentar por qué la educación 
superior puede ser una herramienta con impacto transformador. Así mismo, en el acápite 
segundo, se hace una lectura cuidadosa de la disposición normativa y su desarrollo 
reglamentario. Por último, en el acápite tercero, se enuncian los principales resultados 
obtenidos en la implementación de la mencionada ley, específicamente del Artículo 51. 
De esta manera se intenta definir la naturaleza de la educación superior como medida 
transicional y dar respuesta a la pregunta que guía la elaboración del presente trabajo: 
―¿podría ser eficaz la disposición legal con respecto al impacto que ha tenido en la 
población víctima del conflicto armado?‖ 
 
Palabras clave: educación superior, Ley 1448 de 2011, medida de asistencia, medidas 
de reparación, justicia transicional. 
 
 
Abstract 
This document analyzes the normative regulations related to higher education in the 
framework of Ley 1448 de 2011. In order to achieve this objective, transitional justice was 
used to find out which elements allow explaining why higher education can be a 
transforming impact tool. Likewise, in the second section, it is carefully considered the 
normative regulation and its ruling development. Finally, in the third section, the main 
obtained results in the implementation of the law –Artículo 51– are mentioned. In this 
way, it is presented an attempt to define the nature of higher education as a transitional 
measure and giving an answer for the question that leads this paper, ―Is the legal 
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regulation effective regarding the impact that it has had on the victims of the armed 
conflict?‖ 
 
Keywords: higher education, Ley 1448 de 2011, assistance measure, repair measure, 
transitional justice. 
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 Introducción 
 
Durante el Gobierno del presidente Santos (2010 a 2014), el órgano legislativo, en el 
marco de un modelo de  justicia transicional, adoptó una serie de medidas de asistencia, 
atención y reparación que buscan reivindicar los derechos de las víctimas de graves y 
sistemáticas violaciones de derechos humanos. Una de las mencionadas estrategias fue 
la emisión de la Ley 1448 de 2011. Esta, además de definir quiénes serían considerados 
como víctimas, marcó el camino a seguir para atender a esta población vulnerable. En 
especial, el capítulo II de la mencionada ley dicta las medidas de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y establece la Educación 
como una medida de asistencia. Fue así como el legislador quiso incluir, en un mismo 
artículo, disposiciones relacionadas con el acceso y la exención de todo tipo de costos 
académicos en los establecimientos educativos oficiales en los niveles de preescolar, 
básica y media, al igual que disposiciones en materia de educación superior, las cuales 
serán analizadas mediante el  presente trabajo. 
 
El legislador estableció, en cabeza de las instituciones de educación superior de 
naturaleza pública (en el marco de su autonomía),  la tarea de definir procesos de  
selección, admisión y matrícula que facilitaran el acceso de las víctimas a los programas 
académicos. Con esto buscó darles prioridad a los sujetos de especial protección 
constitucional y exhortó al Ministerio de Educación para que incluyera a las víctimas en 
las estrategias de atención a población directa, así como en las líneas especiales de 
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crédito y subsidios del ICETEX. Finalmente, impuso al SENA el deber de priorizar y 
garantizar el acceso de las víctimas a los programas allí ofertados. 
 
Es así como el Estado, representado por el Ministerio de Educación Nacional, debe 
liderar la definición de una política pública y con ella el desarrollo legal y reglamentario 
que responda al espíritu de la ley y garantice a las víctimas del conflicto armado el 
acceso a la educación superior como una medida de asistencia que en concepto de este 
trabajo, es deseable que sea asumida por el Estado colombiano, como un medida de 
asistencia con efecto reparador y transformador. Esto permitiría, en términos de dignidad 
e igualdad, recomponer el tejido social resquebrajado por el conflicto interno que vive el 
país, y sería una oportunidad para el logro de objetivos más ambiciosos, como la 
superación de la exclusión y la promoción del desarrollo, en el marco de un contexto 
transicional. La Educación Superior pensada y definida desde la misma intencionalidad 
curricular, en su estructura y contenidos, se convertiría en una oportunidad que le 
apuesta efectivamente a garantizar el acceso y la permanencia al sistema educativo —en 
términos inclusivos—  de quienes han sido víctimas. De esta manera el Estado cumpliría 
el cometido constitucional de posibilitar el desarrollo de las potencialidades del ser 
humano de una manera integral y formar al colombiano en el respeto de los derechos 
humanos y la paz. 
 
A partir de la obligación legal y en un contexto de adopción de medidas transicionales, 
hemos visto como el Ministerio de Educación ha implementado una serie de acciones 
relacionadas con, por ejemplo, la suscripción de un convenio para la creación de un 
fondo de reparación a las víctimas en educación superior, algunas visitas de 
acompañamiento a las Instituciones de Educación Superior, y por otro lado, la expedición 
de una serie de Decretos ley y reglamentarios sobre la materia.  
 
En este escenario nos surge la pregunta guía del presente escrito la cual se orienta a 
establecer si pueden llegar a ser eficaces las medidas legales que sobre la materia ha 
proferido el legislador. Aunado a ello, y mientras avanzábamos con nuestro tema nos 
pareció importante también determinar si las disposiciones en esta materia tenían un 
enfoque reparador. 
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Para lo anterior, partimos de la siguiente hipótesis: Las medidas transicionales en materia 
de educación superior no han sido eficaces en su impacto instrumental directo, ni 
tampoco en cumplir un papel reparador y transformador en el marco del proceso de 
justicia transicional. En primer lugar, por falta de unidad y congruencia de la ley con el   
desarrollo reglamentario proferido sobre la materia - la educación como medida de 
asistencia. Segundo, porque en su implementación no se han cumplido los preceptos 
adoptados por la misma ley. Y tercero, porque el impacto reparador de la educación 
superior en contextos transicionales, es simbólico, lo que ha terminado por reducir su 
eficacia. 
 
El presente escrito se ubica temporalmente en los años 2011 al 2013, margen de tiempo 
en el que ha estado vigente la ley de víctimas. La metodología utilizada responde al 
método analítico, por cuanto, se centra en estudiar y reflexionar respecto de la 
disposición legal en materia de educación superior como un componente específico de 
una política pública para las víctimas, y es descriptivo, por cuanto pretende dar cuenta de 
una realidad socio jurídica como primer intento para lograr analizar la eficacia 
instrumental y simbólica de la disposición legal. Las fuentes consultadas son de carácter 
primario y secundario. Las primarias son las leyes, jurisprudencia y demás mandatos 
reglamentarios así como los resultados de la implementación de las medidas producto de 
un acercamiento continuo al grupo de trabajo del Ministerio de Educación Nacional que 
ha tenido a cargo documentar y socializar lo anterior. Las secundarias son las demás 
referencias, es decir estudios que se han realizado sobre el tema de la justicia 
transicional, educación superior, entre otros. 
 
Según lo anterior,  y para mayor ilustración del problema e hipótesis de investigación, el 
presente escrito se desarrollara de la siguiente manera: en un primer apartado, se 
desarrollan las bases conceptuales del trabajo, presentando las diferentes definiciones 
de justicia transicional, adoptando aquella que la entiende como proyecto democrático, y 
la diferencia legal entre las distintas medidas adoptadas en la ley de víctimas (reparación, 
asistencia, atención humanitaria, etc), precisando algunos aspectos relacionados con la 
educación superior y el modelo de aseguramiento en el país, todo lo anterior con el 
propósito de consolidar un marco que dé cuenta del alcance y naturaleza que puede 
tener la educación superior como medida transicional. Partiendo de esta idea se plantea 
la discusión sobre cómo evaluar la eficacia de medidas de este estilo y cuáles son las 
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condiciones que se requieren para asegurarla. En el acápite dos, nos proponemos 
presentar un análisis normativo de la ley 1448 de 2011, su contexto, sus decretos 
reglamentarios, y otros Decretos que consagran el enfoque diferencial de la ley. Esto con 
el fin de mostrar que las medidas en materia de educación superior que consagra la ley 
de víctimas, no están articuladas a una política integral en materia de educación superior. 
Y por último, en el tercer apartado, teniendo en cuenta los elementos conceptuales y 
normativos anteriormente desarrollados, expondremos el avance de las medidas 
implementadas y presentaremos el análisis de su eficacia. Finalmente, en la conclusión 
ofrecemos algunas recomendaciones para fortalecer el potencial transformador y 
reparador de la educación superior como medida de asistencia de las víctimas del 
conflicto armado colombiano, y de esta manera mejorar su implementación. 
 
 
. 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
1. La Educación Superior como medida 
transicional 
Este primer apartado está orientado a desarrollar el marco conceptual para comprender 
la educación superior como una media de asistencia que puede llegar a tener efectos 
transformadores en un contexto transicional. Para ello se desarrollarán, en su orden los 
siguientes conceptos: primero, la noción polémica de justicia transicional, exponiendo la 
necesidad de comprenderla como una oportunidad para la consolidación de la 
democracia en sociedades que enfrentan un pasado violento y de exclusión. Segundo, la 
distinción entre medidas de asistencia, reparación y atención humanitaria en el marco de 
las estrategias de justicia transicional. Tercero, la naturaleza de la educación superior 
como servicio público, su desarrollo institucional y las posibilidades conceptuales de 
comprenderla como parte de una estrategia de justicia transicional. Finalmente, se 
desarrolla el concepto de eficacia de la norma jurídica y se discute la manera como 
puede ser aplicado a las medidas de educación superior implementadas en un marco de 
transición, profundizando en las condiciones básicas requeridas para que sean eficaces. 
1.1 Justicia transicional y transiciones democráticas  
En la doctrina nacional, se ha entendido como ―justicia transicional‖ los procesos 
mediante los cuales se hacen transformaciones radicales al orden social y político en un 
territorio, derivados de variadas circunstancias, como pueden ser el cambio de régimen 
político, bien sea del dictatorial a uno democrático, o por la terminación de un conflicto 
interno armado y la consecución de la paz; es decir, formular mecanismos con el objeto 
de dejar atrás un conflicto armado y reconstruir un tejido social, ya sea reemplazando un 
estado de guerra civil por un orden social pacífico, o dando apertura a un orden político 
democrático con la finalización de una dictadura (Uprimny Yepes, 2006, p. 14).  
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Es así como en el continente sobresalen procesos como los vividos en Bolivia1, 
Argentina2, Chile3, Guatemala4, el Salvador, Haití y Perú, que en algunos casos fueron 
paso del tránsito de dictaduras militares a gobiernos democráticos dados con el ánimo de 
investigar y sancionar desapariciones5, en estos procesos, se resalta la participación de 
organizaciones no gubernamentales y algunas comisiones de la verdad. Independiente 
del país es necesario identificar las metas de la justicia transicional, las capacidades y 
limitaciones, políticas e institucionales para cumplirla (Saffon, 2011, ¿Justicia transicional 
sin transición? pp. 46-47)  
 
Ahora bien, para llevar a cabo un proceso transicional, los Estados buscan fórmulas 
transicionales las cuales se orientan a resolver la tensión entre las exigencias de paz y 
justicia y, por tanto, implican en todos los casos el sacrificio total o parcial de una de ellas 
en pro de la otra; la legitimidad de dichas formulas depende de cómo estén diseñadas de 
acuerdo al contexto jurídico, social, político y ético en que se desarrollen. (Uprimny et ál. 
2006, p. 32).  
                                               
 
1
 ―(…) Hasta la fecha no existen datos oficiales de la cantidad de personas que fallecieron o 
desaparecieron en Bolivia durante las dictaduras militares en las décadas de 1960, 1970 y parte 
de 1980.Las entidades civiles aseguran que unas 170 personas, principalmente activistas de 
izquierda y dirigentes sindicales, fallecieron o desaparecieron durante los 20 años de dictadura, 
hasta 1982, cuando Bolivia recuperó su democracia (...)‖ (Centro Internacional para la Justicia 
Transicional, 2013) 
2
―(…) En Argentina, el Juzgamiento de las violaciones de derechos humanos cometidas durante la 
última dictadura militar (1976-1983) ha sido central en el reclamo de las víctimas y organizaciones 
de derechos humanos, y ha tenido un lugar central en el proceso histórico político desde el retorno 
a la democracia en 1983. El proceso de transición Argentino se ha caracterizado 
fundamentalmente por esta búsqueda de justicia en un recorrido oscilante que experimento 
juicios, amnistías y medidas alternativas en el ámbito de los tribunales (…)‖ (Barunto, 2010, p. 35). 
3
  (…) Los avances que se han logrado en materia de justicia por las violaciones de derecho 
humanos se deben agradecer a la participación de diversos actores, entre ellos, las víctimas, los 
familiares de las víctimas, los abogados de derechos humanos, las organizaciones de la sociedad 
civil y el programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior . Fue necesario un trabajo 
sistemático durante 27 años para reconstruir en gran parte la historia que marcó el período entre 
1973- 1990 (…)‖ (Barunto, 2010, p. 63). 
4
 ―(…) Se destaca que las víctimas cumplen un papel fundamental, ya que actúan como grupos de 
presión, ayudan a mantener la memoria viva e informan a la opinión pública, que contribuye a Se 
destaca que las víctimas cumplen un papel fundamental, ya que actúan como grupos de presión, 
ayudan a mantener la memoria viva e informan a la opinión pública, que contribuyen a restaurar la 
dignidad y la confianza personales, (…)‖ (Fundación para el Debido Proceso Legal, 2010, p. 157). 
5
  Para mayor información sobre este tema consultar Romero (2008). 
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A nivel  internacional se destacan modelos de justicia transicional con diferentes fórmulas 
transicionales, es así que encontramos por un lado, perdones ―amnésicos‖6 que logran 
transiciones negociadas pero sin justicia;  transiciones punitivas7, que imponen justicia 
sin dar espacio a la negociación; modelos basados en perdones ―compensadores8‖, 
donde se equilibran las exigencias de castigo  a los victimarios, los derechos de las 
víctimas y las dinámicas de procesos de negociación y reconciliación nacional, empero, 
implica la disminución en la responsabilidad de impartir castigo por los crímenes atroces, 
para obtener, a cambio los derechos de las víctimas a la verdad y a la reparación, en 
otras palabras, conllevaría un sentimiento de impunidad en la sociedad; y finalmente,  el 
modelo transicional de perdones ―responsabilizantes‖9, donde la concesión de perdones 
es excepcional e individualizada, regida por el principio de proporcionalidad, esto es, se 
justifica el perdón de los victimarios solo cuando ―constituye la única medida existente 
para alcanzar la paz y la reconciliación nacional,  y cuando es proporcional a la gravedad 
de los actos cometidos por el inculpado, a su grado de mando y a las contribuciones que 
haga a la justicia, modelo que de acuerdo a lo expuesto por el profesor Uprimny podría 
adecuarse de mejor manera para el caso colombiano‖ (Uprimny Yepes, 2006b, p. 20).  
 
Para el caso Colombiano y considerando las particularidades del proceso transicional 
que se intenta en nuestro país, basado en negociaciones de paz entre los actores 
armados, se ha propuesto una ―transición democráticamente legitimada‖  orientada a 
lograr una reconciliación verdadera y durable en el contexto colombiano, en este 
escenario se cuenta con la participación no solo de las cúpulas de los actores armados, 
                                               
 
6
 Se ha destacado que los perdones ―amnésicos‖ según la reciente normatividad internacional son 
inviables ante la exigencia de castigo a los responsables de crímenes de guerra y de lesa 
humanidad, más cuando éstos son considerados violaciones severas de los tratados 
internacionales sobre derechos humanos, susceptibles de activar la competencia del Tribunal 
Penal Internacional y de jueces de otros países en virtud del principio de jurisdicción universal. Y 
que en la experiencia colombiana los efectos de usar esta metodología, esto es, sin establecer 
responsabilidades, ni reparado a las víctimas, conllevaron posteriores sentimientos de venganza e 
injusticia que se reflejaron en posteriores actos de violencia.  Algunos ejemplos de países en los 
que se da este modelo se puede encontrar en España y en Colombia. 
7
 Experiencias en Núremberg, Ruanda y Yugoslavia 
8
 Experiencia de Chile y Salvador. 
9
 Experiencia de Sudáfrica en donde El establecimiento de una comisión de verdad, la exigencia 
de la confesión total de crímenes atroces, la previsión de ciertas reparaciones, y el otorgamiento 
de perdones individuales y condicionados para algunos crímenes 
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sino también a través de las discusiones sociales amplias, tales como: la consulta 
ciudadana, el referendo o el plebiscito10.  
En este sentido, las transiciones democráticas legitimadas se desarrollan  como espacios 
de deliberación para todos los interesados en el conflicto. Con ello, se obtiene un alto 
nivel de legitimidad del proceso, no solo por la alta participación democrática sino por los 
apoyos sociales en torno a las fórmulas de arreglo escogidas para implementar la 
transición; lo anterior, permitiría encontrar un punto medio entre las posturas, a veces 
opuestas, de los hacedores de paz, por un lado, y los defensores de los derechos 
humanos, por otro, aunado a que se obtiene con mayor facilidad el respaldo de órganos 
internacionales de derechos humanos, quienes a través de su intervención, fortalecen 
políticamente el proceso transicional11, y pueden brindar su apoyo como intermediación 
tendiente a superar las visiones contrapuestas, para lograr compromisos equilibrados 
acerca de las exigencias de justicia y paz. 
1.1.1 Concepto y características de la Justicia Transicional 
La justicia transicional puede entenderse como una forma jurídica y política que intenta 
superar los crímenes acaecidos en el marco de un conflicto armado; es concebida como 
una oportunidad por medio de la cual el Estado y la sociedad buscan generar procesos 
democráticos y pacíficos que superen las consecuencias nefastas del conflicto, 
respetando un mínimo de derechos que permitirán satisfacer la justicia, la verdad y la 
reparación integral de la totalidad de las víctimas12. 
                                               
 
10
 El profesor Uprimny señala que es así como indica que según las necesidades de proceso de 
paz en Colombia, se requiere un punto de vista intermedio, donde se exija justicia para los 
responsables de crímenes atroces, pero al mismo tiempo, se realicen acuerdos con los actores 
armados que dominan la escena (Uprimny et ál., 2006, p. 54). 
11
 Finalmente, se destacan los elementos que se deben estudiar en el contexto social y de la 
justicia transicional ha enlistado algunas variables, como son: i) el grado de paz que se esté 
logrando, ii) el grado de movilización interna a favor de la garantía de los derechos de las 
víctimas, y iii) los apoyos internacionales a las búsquedas nacionales de verdad, justicia y 
reparación, que con este amalgama de escenarios, es más o menos favorable, el contexto para la 
búsqueda de la justicia. 
12
 Ver precisiones sobre el concepto de justicia transicional, sus elementos y consecuencias, y 
sobre su aplicabilidad en sentencia de la Corte Constitucional de Colombia, Sentencia 771 de 
2011, proceso D-8475 (Corte Constitucional de Colombia, 2011). 
Acápite 1 9 
 
En la misma línea, la Ley 1448 de 201113 ha definido la Justicia transicional como los 
diferentes procesos y mecanismos judiciales o extrajudiciales asociados con los intentos 
de la sociedad por garantizar que los responsables de las violaciones contempladas en la 
ley, rindan cuentas de sus actos, de tal manera que se satisfagan los derechos a la 
justicia, la verdad y la reparación integral a las víctimas, se lleven a cabo las reformas 
institucionales necesarias para la no repetición de los hechos y la desarticulación de las 
estructuras armadas ilegales, con el fin último de lograr la reconciliación nacional y la paz 
duradera y sostenible14. 
La Corte Constitucional de Colombia define la Justicia transicional como un sistema o 
tipo de justicia que aspira a superar una situación de conflicto o posconflicto, buscando - 
así como quedó establecido en la definición legal - garantizar la verdad, la justicia y la 
reparación como derechos de las víctimas respecto a graves y sistemáticas violaciones 
de derechos humanos del pasado. El límite de la medida depende de la duración del 
proceso que permita mantener la paz. Este sistema como institución jurídica, busca 
aunar esfuerzos para enfrentar las consecuencias de las violaciones masivas y abusos 
sistemáticos en materia de derechos humanos, pensando en solidificar una etapa 
constructiva de paz, reconciliación y consolidación de la democracia; se orienta a que las 
sociedades que atraviesan un conflicto realicen transformaciones radicales, impidiendo 
que se repitan hechos ocurridos en el marco del conflicto, al alcanzar el conocimiento de 
la verdad y la reparación a las víctimas dentro de un contexto democrático respetuoso de 
las medidas judiciales15.  
Además de gozar de reconocimiento constitucional, esta aproximación a la justicia 
transicional, permite ampliar los objetivos que la sociedad pretende alcanzar cuando se 
enfrenta a un pasado violento, pues no se circunscribe a las medidas de verdad, justicia y 
reparación, sino a crear las bases de una sociedad más democrática capaz de garantizar 
una paz duradera, esto es particularmente importante en contextos de inclusión 
permanente, en los que la justicia transicional no debe servir sólo para volver al estado 
                                               
 
13
 ―Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del 
conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones‖. 
14
 Artículo de la Ley 1448 de 2011. 
15
 Ver Corte Constitucional, Sentencia 280 de 2013, proceso D-9321. Magistrado ponente: Álvaro 
Huertas Molina y otros. 
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anterior a las violaciones masivas a los derechos humanos, sino a superarlo fortaleciendo 
la ciudadanía plena de las víctimas y corrigiendo los déficits democráticos existentes. 
Ahora bien y de acuerdo con la ICTJ (Centro Internacional para la Justicia Transicional, s. 
f.), tenemos que la importancia de la justicia transicional se relaciona con el hecho de que 
las violaciones sistemáticas de derechos humanos no solo afectan a quienes son 
víctimas directas sino a todos los que conformamos una sociedad, es por esto que los 
Estados - además de cumplir con sus obligaciones - deben asegurarse de que esos 
hechos victimizantes no se vuelvan a repetir, consecuencia de ello, deben enfrentar las 
violaciones masivas de los derechos humanos logrando que se recupere la confianza 
frente a las instituciones públicas, mejorando las políticas en seguridad y desarrollo, 
evitando así la repetición de diversos actos de violencia. 
1.1.2 Justicia transicional como proyecto democrático 
 
Antes del conflicto la sociedad colombiana era en sí misma excluyente y desigual, lo que 
dio lugar a que la mayoría de víctimas pertenezcan a sectores marginados o 
discriminados; en este tipo de contexto las condiciones estructurales de exclusión así 
como las relaciones desiguales del poder se fundan sobre  la base del conflicto por lo 
que se explica de alguna manera que sean unos y no otros los sectores más vulnerables 
(Díaz Gómez, Sánchez & Uprimny Yepes, 2009, p. 33). Así las cosas, y entendiendo  que 
uno de los objetivos de la justicia transicional es sin duda la reparación, parece limitado, 
que desde la perspectiva de justicia restitutiva se pretenda devolver las víctimas a una 
situación de vulnerabilidad y carencias. Es ahí donde hablamos de Justicia transicional 
como proyecto democrático pues se trata de transformar a través de sus diferentes 
políticas públicas los factores estructurales que originaron el conflicto con el fin de 
garantizar y lograr los fines constitucionales del Estado. 
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Marcie MersKy16 señala que las ideas de justicia transicional que se impulsen en cada 
país se deben concebir como un mecanismo para ir cambiando las relaciones y ejercicio 
de poder;  también establece que estas medidas deberían ayudar a abrir espacios  hacia 
una justicia más plena incluyendo la justicia social, señala que la implementación de 
medidas de justicia transicional o el impulso a la lucha contra la impunidad, en el marco 
de los principios y normas internacionales sobre la materia, es un proceso que 
representa una apuesta que requiere un análisis constante y de estrategia (Mersky, 
2007). 
Por otro lado, Augusto Ramírez Ocampo17, indicó que Colombia y sus instituciones han 
resistido durante más de 50 años la ola de violencia y ha sido capaz de mantener su 
democracia con las dificultades que señala el informe sobre el estado de la democracia 
en  América Latina, es decir, con la pobreza y desigualdad característica de la región. 
Señala que el país ha afrontado el surgimiento de nuevos grupos criminales, asesinatos 
de los representantes de las víctimas,  se mantiene el irrespeto de las víctimas en su 
dignidad, la reinserción es lenta; sin embargo, sostiene que tenemos una sociedad civil 
fuerte e ilustrada y unas organizaciones no gubernamentales activas, beligerantes y 
democráticas. Su trabajo, por lo cual cree que la voluntad política de los actores cumpla 
con la norma de la constitución de que la paz es un derecho y un deber de obligatorio 
cumplimiento, que la paz como nuevo derecho debería consagrarse a nivel mundial. 
(Mersky, 2007, pág. 22). 
La obtención de poder político y económico para los sectores víctima y el debilitamiento 
de la base del poder de los sectores perpetradores es un fin necesario para la 
construcción de un Estado democrático. En este sentido, verdad, justicia y reparación se 
convierten en derechos cuyo ejercicio va más allá de la superación del sufrimiento 
privado e individual para convertirse en una tarea universal (Cepeda Castro, 2010, p. 
232). 
                                               
 
16
 Dirigió el programa de acceso a la justicia de la Fundación Soros Guatemala. Sus publicaciones 
incluyen trabajos sobre memoria e historia en Guatemala, los derechos humanos en el proceso de 
paz guatemalteco entre otros, ponente en la conferencia llevada a cabo en Bogotá del 19 al 21 de 
junio de 2007 El legado de la verdad: Impacto de la justicia transicional en la construcción de la 
democracia en América Latina Lecciones para Colombia. 
17
 Ex director del Instituto de Derechos Humanos y relaciones internacionales de la pontificia 
universidad Javeriana. 
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El primer informe anual del 09 de agosto de 2012, del primer Relator Especial sobre la 
promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición, Pablo 
Greiff18, expone y defiende un enfoque que conjugue los elementos de la búsqueda de la 
verdad, las iniciativas de justicia, la reparación y las garantías de no repetición de modo 
que se complementen y refuercen mutuamente (De Greiff, 2012, agosto). 
El informe cita la resolución 18/7 mencionada, en cuanto a que el Consejo de Derechos 
Humanos expresa su confianza en que la aplicación de un enfoque global de los cuatro 
elementos contribuya a ―garantizar la rendición de cuentas, hacer justicia, brindar vías de 
recurso a las víctimas, fomentar la recuperación de la normalidad y la reconciliación, 
establecer entidades independientes que supervisen los sistemas de seguridad, 
restablecer la confianza en las instituciones del Estado y promover el estado de derecho 
de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos‖. En sentido más 
amplio, se confía en que estas metas a corto plazo contribuyan a alcanzar los siguientes 
objetivos: ―prevenir la repetición de las crisis y futuras violaciones de los derechos 
humanos, asegurar la cohesión social, la construcción de la nación, la ampliación en el 
proceso y la inclusión de todos a nivel nacional y local, y promover la reconciliación‖. (De 
Greiff, 2012, agosto, página 5). 
De esta manera, la transición que conllevan estos procesos de justicia buscan un cambio 
en la sociedad que ha sufrido graves crisis de violación de derechos humanos, por lo que 
estos procesos se presentan como proyectos democráticos, o en palabras del Relator, 
―las medidas de justicia de transición sirven de importante catalizador del proceso de 
organización de la sociedad civil‖. (De Greiff, 2012, agosto, página 14). 
Ahora bien, para que este proceso democrático sea efectivo se ha de partir de tomar un 
enfoque global en el que se adopten los cuatro componentes de la justicia transicional en 
conjunto, a saber, la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición. Es 
decir, se ha de tener especial cuidado en evitar sobreponer uno de los elementos sobre 
los demás, o dejar de implementar o impulsar alguno de ellos. El Relator hace hincapié 
en que estos elementos se basan en derechos y obligaciones, y en tanto, no son meras 
                                               
 
18
 Pablo de Greiff ejecuta el mandato dado mediante la Resolución 18/7 del Consejo de Derechos 
Humanos, de las Naciones Unidas, 
Acápite 1 13 
 
cuestiones de empatía o caridad. Así mismo, se subraya la necesidad de adoptar una 
perspectiva centrada en las víctimas, teniendo en cuenta que los objetivos perseguidos 
con la aplicación de estas medidas son el reconocimiento de las víctimas, el fomento de 
la confianza y el fortalecimiento del estado de derecho democrático. 
De esta manera, bajo esta perspectiva las organizaciones de víctimas están llamadas a 
ejercer un papel preponderante, junto con la sociedad civil, en la participación activa en 
todo el proceso de justicia transicional. Por lo anterior, deberán estar adecuadamente 
representadas en las comisiones de víctimas. Además, deberán participar en el diseño 
de los mecanismos de reparación, o de lo contrario, estos no serán eficaces. De la 
misma manera, en estos procesos de justicia transicional se requieren sociedades civiles 
fuertes, que garanticen amplia participación, y que sean correlato del estado de derecho. 
(De Greiff, 2012, agosto, página 18). 
Como se observa, la consolidación del estado de Derecho es uno de los principales fines 
y consecuencias que se esperan de un proceso de justicia transicional,  de esta forma se 
consolida como proceso democrático, en la medida en que este y la democracia se 
encuentran íntimamente ligados. Sin embargo, como lo advierte Pablo de Greiff, no 
bastan las medidas de justicia transicional para consolidarlo porque se requiere voluntad 
política, además de una serie de intervenciones institucionales y estructurales de la 
sociedad y del Estado, que deberán coordinarse con las medidas de justicia transicional. 
Pero, además, este estado de derecho deberá trascender el concepto formal, lo que 
implica ―la creación de las condiciones indispensables para que las personas puedan 
razonablemente considerarse titulares de derechos  y ejercer esa condición mediante la 
reivindicación de esos derechos ante terceros, en particular las instituciones del Estado‖. 
(De Greiff, 2012, agosto, página 15).Finalmente, ligado con la estrecha relación Estado y 
democracia, aquel deberá incluir condiciones que garanticen a las personas la posibilidad 
de participación significativa en procesos legislativos que permitan dar sentido a la noción 
de justicia. 
Así las cosas tenemos que justicia transicional como proyecto democrático, se trata de 
un modelo en el que se articulan los fines del estado social de derecho con las políticas 
sociales, las medidas de asistencia, las medidas de reparación y las medidas de ayuda 
humanitaria, ello orientado a erradicar ―la discriminación, fortalecer  la igualdad real de 
oportunidades, la participación política, la existencia de una ciudadanía incluyente, el 
14 La educación superior en Colombia  en  vigencia de la Ley 1448 de 2011-2013. 
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respeto por la diferencia y la pluralidad, reparar a las víctimas, asistir a las poblaciones 
vulnerables, entre otros objetivos constitucionales‖ (Díaz Gómez, Sánchez & Uprimny 
Yepes, 2009, p. 52). 
1.1.3 Distinción entre medidas de asistencia, medidas de 
reparación y ayuda humanitaria 
 
Dentro del marco de la justicia transicional19, los Estados pueden adoptar distintas clases 
de medidas que aunque puedan estar relacionadas, e incluso a veces confundirse entre 
sí, es necesario distinguir con claridad. Además de la obligación de adoptar medidas de 
reparación20 existen también las de asistencia y atención humanitaria, las cuales poseen 
su propia naturaleza, carácter y finalidad, como veremos a continuación. 
Respecto a las medidas de reparación, se tiene que dicho deber de reparar se origina de 
la existencia de un hecho ilícito cometido por el Estado o sus agentes, con el cual  
produzca un daño antijurídico y la grave vulneración de los derechos humanos. La Corte 
Constitucional, retomando la línea jurisprudencial de esta corporación mediante la 
Sentencia C-715/12, recalcó los elementos de la reparación integral: de un lado, el 
reconocimiento expreso  del derecho a la reparación del daño causado a la persona que 
ha sido objeto de violación de derechos humanos, con aplicación de los parámetros 
establecidos por el derecho internacional y adicionalmente cinco componentes que 
actúan tanto en el ámbito individual como colectivo. 
El ámbito  individual está compuesta por: a) la restitución plena: conlleva el 
restablecimiento de la víctima a la situación anterior a la violación; b) la compensación, 
en el evento en que no sea posible la restitución, la cual consiste en la indemnización 
pecuniaria por el daño causado o en la entrega de una compensación material 
                                               
 
19
 La Corte Constitucional  de Colombia ha señalado que la Justicia transicional se trata de un 
sistema  o tipo de justicia que aspira a superar una situación de conflicto o posconflicto, buscando 
garantizar la verdad, la justicia y la reparación como derechos de las víctimas respecto a graves y 
sistemáticas violaciones de derechos humanos del pasado, el límite de la medida depende de la 
duración del proceso que permita mantener la paz. Ver sentencias C-771 de 2011 y  Sentencia C-
280 de 2013. 
20
 Ver sentencias C-771 de 2011.  
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alternativa, c) rehabilitación: entendida esta, como la prestación de servicios médicos, 
psicológicos y sociales.  Entre tanto, en el ámbito colectivo  las medidas son: d) la 
satisfacción: medida simbólica destinada  a la reivindicación de la memoria y dignidad de 
las personas;  finalmente, e) garantía de no repetición, la cual está orientada a  
desmontar, investigar  las estructuras que  intervinieron en la comisión del delito de 
manera continua sistemática y masiva.  
Ahora bien, con el fin de dar respuesta a nuestra pregunta relacionada con la eficacia de 
la educación como medida asistencial, es relevante para el desarrollo del presente 
escrito precisar el alcance de este tipo de medidas. Por ello, y en relación con las 
medidas de asistencia social, o servicios sociales o política social, podemos decir que 
son propias de un estado social de derecho y se definen como actividades de carácter 
permanente que deben desarrollar los Estados (Corte Constitucional de Colombia, 2008). 
Estas medidas se destinan a satisfacer necesidades de carácter general relacionadas 
principalmente con un derecho de carácter social; su presupuesto es una necesidad 
insatisfecha o una situación de marginación en el acceso a bienes básicos por parte de 
un grupo o un individuo. Este tipo de medidas tienen como fundamento, asegurar la 
efectividad de los derechos económicos y sociales para la totalidad de la población y 
pueden adoptar la forma de prestaciones regulares para toda la población21, o bien 
acciones afirmativas22, esta última posibilidad, permite focalizar el gasto público para las 
poblaciones más vulnerables. 
Finalmente, en el marco de un conflicto armado o por causa de un desastre natural, se 
pueden generar medidas de asistencia humanitaria, las cuales presuponen una situación 
de crisis que pone en riesgo las condiciones mínimas de subsistencia de las personas 
afectadas, y cuyo fin último es el garantizar su subsistencia, aliviar su sufrimiento,  
proteger su dignidad y sus derechos fundamentales. La justificación de la medida se 
encuentra en el principio de solidaridad cuya fuente jurídico-normativa es el artículo 90 de 
                                               
 
21
 Tales como las comprendidas en el Plan Obligatorio de Salud o la garantía de educación 
pública gratuita entre los grados 0 a 11 
22
 En la Sentencia C-765 de 2012 (MP. Nilson Pinilla Pinilla, AV. María Victoria Calle Correa), al 
revisar la constitucionalidad del proyecto de ley estatutaria sobre medidas para garantizar el pleno 
ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, se examina en fundamento 
constitucional de las acciones afirmativas 
16 La educación superior en Colombia  en  vigencia de la Ley 1448 de 2011-2013. 
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la Constitución y reviste  un carácter asistencial y temporal, lo que significa que prolonga 
hasta que desaparezca dicha situación (Corte Constitucional de Colombia, 2013). 
Sin embargo, existen puntos de convergencia entre las medidas enunciadas,  debido a la 
existencia de una prolongada crisis humanitaria que se deriva  del conflicto armado 
interno y afecta de manera directa a las víctimas de graves violaciones de derechos 
humanos23; de otra parte, porque el Estado focaliza su política social a personas y grupos 
sociales en situación de pobreza y vulnerabilidad.  Y adicionalmente, porque algunos 
delitos cometidos con ocasión del conflicto armado afectan en mayor grado a personas y 
grupos sociales vulnerables. Así las cosas, una persona con ocasión al conflicto armado 
interno, al reunir las condiciones de vulnerabilidad, padecer de una crisis humanitaria y 
ser víctima de delitos que afecten sus derechos humanos, puede ser destinataria de las 
tres medidas. 
La Corte Constitucional enfatiza, que confundir las medidas de reparación con las que el 
Estado debe adoptar por concepto de asistencia social o de ayuda humanitaria, despoja 
a las primeras de la dimensión material y simbólica que les confiere, además de su 
sentido específico y su valor como herramienta de reconciliación social24. Así mismo, el 
profesor Uprimny, señala la importancia de diferenciar la reparación de esos otros 
deberes del Estado, pues el no hacerlo da paso a que lo ofrecido a las víctimas por 
concepto de servicios sociales sea descontado de aquello a lo que tienen derecho a 
recibir como reparación integral por concepto de los daños sufridos por su condición de 
víctima25. Sobre esa base, cabría decir también, que si bien las medidas de asistencia, se 
utilizan como forma de reparación, podrían tener el potencial de contribuir a superar la 
                                               
 
23
 La Corte Constitucional, en la sentencia T-025 de 2004 (MP. Manuel José Cepeda Espinosa), 
declara la existencia de un estado de cosas inconstitucional en materia de desplazamiento 
forzado, y en los reiterados autos de seguimiento a las órdenes allí impartidas. Asimismo, en la 
sentencia C-278 de 2007 (MP. Nilson Pinilla Pinilla, SV. Jaime Araujo Rentería), al revisar la 
constitucionalidad de varias normas de la Ley 387 de 2007, ―por la cual se adoptan medidas para 
la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización 
socioeconómica de los desplazados internos por la violencia de la República de Colombia‖, se 
declaró la inconstitucionalidad del parágrafo del Artículo 15, que fijaba un límite temporal a la 
ayuda humanitaria prevista para la población desplazada. 
24
 ibídem. 
25 Focalización que se lleva a cabo, principalmente, a través del Sistema de Identificación y 
Selección de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales – SISBEN. 
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situación de exclusión que las víctimas históricamente han padecido, y que se vio 
agravada con la revictimización. Esta posibilidad puede ser compatible con el enfoque de 
reparación transformadora que presentamos a continuación. 
De lo ya expuesto, tenemos que la Justicia Transicional busca superar el legado de un 
pasado violento y adoptar una serie de medidas para satisfacer los derechos de las 
víctimas. Pero no se queda sólo allí, también se extiende a la transformación de las 
condiciones de exclusión que originan un conflicto armado y que permiten la comisión de 
un sin número de  atrocidades. Sin embargo, es preciso diferenciar las medidas de 
justicia transicional con vocación transformadora, de aquellas que hacen parte de la 
política pública en general cuyo objetivo consiste en  la transformación política y 
económica del orden social, y que van mucho más allá del alcance de las medidas de 
reparación (Saffon & Uprimny, 2009). 
1.2 Educación Superior como medida transicional 
Teniendo en cuenta que nuestro trabajo se orienta a determinar la eficacia de la medida 
adoptada por el legislador en materia de educación superior, se hace necesario precisar 
cómo en Colombia se define y se estructura el derecho a la educación superior como 
medida transicional así como las obligaciones del Estado para garantizar este servicio 
público en condiciones de calidad, lo anterior con el fin de precisar el alcance del derecho 
y la responsabilidad del Estado, para ello es necesario primero, entender la naturaleza de 
la educación superior como obligación del Estado, su desarrollo institucional actual y 
luego si, su potencial como medida transicional. 
1.2.1 Educación Superior como servicio público. 
La educación es un derecho fundamental, y a la vez, un servicio público esencial, 
cultural, inherente a la finalidad del Estado, por lo cual su prestación debe ser 
garantizada y protegida por éste. Es en esa doble connotación, en la que tiene sustento 
que el Estado, por un lado, preste directamente el servicio, atendiendo a los principios de 
18 La educación superior en Colombia  en  vigencia de la Ley 1448 de 2011-2013. 
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solidaridad y subsidiariedad sobre los cuales se construye el Estado Social de Derecho, y 
por otro, regule y ejerza la inspección y vigilancia en la prestación del mismo26. 
Es así como el artículo 67 de la Constitución Política de Colombia consagró que ―(…) La 
educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; 
con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás 
bienes y valores de la cultura (…)‖. 
Desde antes de proferirse la Constitución Política de 1991, el legislador permitió que el 
servicio público de la educación fuera prestado por personas jurídicas sin ánimo de lucro, 
entendiendo de todas maneras que las normas proferidas en materia de educación 
tienen un interés público y social que debe entenderse por el sector privado27. 
Así pues, el artículo 365 de la Constitución Política Colombiana señaló que los servicios 
públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su 
prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional 
                                               
 
26
 El sistema educativo colombiano lo conforman: la educación inicial, la educación preescolar, la 
educación básica (primaria cinco grados y secundaria cuatro grados), la educación media (dos 
grados y culmina con el título de bachiller), y la educación superior. Ver Ministerio de Educación 
Nacional (2010). 
27
 Haciendo una referencia histórica encontramos un fallo de 1982 proferido por la Corte 
Suprema de Justicia de Colombia
27
, relacionado con el sistema de educación  post- secundaria 
Decreto 80 de 1980 que fuera posteriormente derogado por la ley 30 de 1992; en aquella 
oportunidad se estudió una demanda de inexequibilidad de artículo 47 del Decreto mencionado 
argumentando que el gobierno al determinar las condiciones para reconocer como universidad 
a una institución universitaria, vulneraba el principio de los derechos adquiridos establecidos en 
el artículo 31 de  la constitución de 1886. 
La Corte Suprema (obsérvese que aún no existía la Corte Constitucional) enfáticamente 
consideró que ―la instrucción pública y la educación son actividades esenciales en la sociedad y 
claman por la indispensable intervención del estado, en interés de todos y en servicio de la 
comunidad, esto es, por su institucionalización como actividad pública cuando se haya a cargo 
del Estado o por su supervisión y reglamentación cuando está en manos de particulares (…)‖ 
luego si correspondía al Congreso y al Ejecutivo proferir las normas de acuerdo a su resorte de 
competencia. De igual manera, con el fin de argumentar que el interés privado prima sobre el 
particular respecto a la educación superior, la Corte señaló que el sistema de educación post 
secundaria es de naturaleza esencialmente social, que comprende necesariamente derechos 
colectivos o sociales y no derechos individuales y particulares, así mismo, indicó que las 
normas sobre educación son de orden público se refieren a un servicio público, bien sea porque 
se preste directamente por el estado o porque este asegure o y supervise su prestación por los 
particulares, y pertenecen al interés social que prevalece sobre el privado por un particular; de 
igual manera señaló que el legislador le ha dado primacía al interés público y social sobre el 
privado y particular en aras de la naturaleza de la actividad que regula, catalogada por la Corte 
como servicio público por excelencia. 
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(…) podrán  ser  prestados  por  el  Estado, directa o indirectamente, por comunidades 
organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el 
control y la vigilancia de dichos servicios.  (…).   
Con fundamento en lo anterior se expidió la Ley 30 de 1992, por medio de la cual se 
organizó el servicio público de la Educación Superior bajo los principios establecidos en 
la nueva carta constitucional. Es así como la Educación superior se define como un 
servicio público con función social28, por lo que le compete al Estado regular y ejercer la 
suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, el 
cumplimiento de sus fines y la mejor formación moral, intelectual y física de los 
educandos.29 
En tal sentido, en Colombia  existen entonces Instituciones de Educación Superior –de  
aquí en adelante IES– de naturaleza pública y privada30. La creación de las primeras 
observa los lineamientos de la Ley 489 de 1998  y de la Ley 30 de 1993, generalmente la 
iniciativa de conformación viene de una entidad territorial y su presupuesto de 
funcionamiento se soporta con recursos del Estado; mientras que  las segundas, deben 
observar las disposiciones contenidas en el Decreto 1478 del 13 de julio de 1994. De 
todas maneras el Ministerio de Educación Nacional otorga personería jurídica para el 
funcionamiento de las IES privadas, siempre y cuando las mismas se conformen como 
personas jurídicas de utilidad común, sin ánimo de lucro, organizada como corporación, 
fundación, o institución de economía solidaria31. 
Ahora bien, conviene precisar que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 69 de la 
Constitución Nacional, que tanto las IES - públicas y privadas – están cobijadas por una 
protección constitucional denominada autonomía universitaria. El núcleo esencial de 
dicha garantía refiere a la libertad de darse sus propias directivas y de regirse por sus 
propios estatutos, situación que implica la consagración de una regla general que 
consiste en la libertad de acción de los centros educativos superiores, de tal modo que 
las restricciones son excepcionales y deben estar previstas en la Ley, según lo establece 
                                               
 
28
 Artículo 67 de la Constitución Nacional. 
29
 Artículo 365 de la Constitución Política de Colombia. 
30
 Decreto 1478 de Julio 13 de 1994 
31
 Ver artículo 98 de la Ley 30 de 1992 
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con claridad el artículo citado. El papel del legislador en la materia es bien importante, ya 
que es en las normas legales en donde se encuentran los límites de la señalada 
autonomía, ―a efecto de que las universidades no se constituyan en islas dentro del 
sistema jurídico y, por el contrario, cumplan la función social que corresponde a la 
educación (artículo 67 C.N.) y a la tarea común de promover el desarrollo armónico de la 
persona" (Cfr. Corte Constitucional. Sala Tercera de Revisión. Sentencia T-492 de 1992). 
 
1.2.2 Sistema de aseguramiento de la educación superior 
 
La naturaleza de la educación como servicio público no puede entenderse al margen de 
su desarrollo institucional actual en el sistema de aseguramiento de la educación 
superior. De esta manera, y con el fin de articular la calidad de la educación superior con 
su eficacia, describiremos a grandes rasgos el funcionamiento de este sistema.  
En la estructura del Estado Colombiano, existe el Ministerio de Educación Nacional, de 
aquí en adelante MEN32. Es el organismo de la administración nacional central que está 
encargado de dirigir, coordinar y ejecutar el servicio público de la Educación (Rodríguez 
Rodríguez, 2009, p. 76). Dentro de su estructura, el Viceministerio de la Educación 
superior es la dependencia encargada de apoyar al Despacho Ministerial en la 
coordinación y articulación de las relaciones intersectoriales con los estamentos y 
organismos que participan en los diferentes roles del sistema de aseguramiento de la 
calidad de la educación superior en el país (Ministerio de Educación Nacional, 2013).  
A cargo del Viceministerio de Educación superior se encuentra el Sistema de 
Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior en Colombia33, entendido como el 
                                               
 
32
 Por medio de la  cual se establecen los requisitos y procedimientos para el reconocimiento de 
personería jurídica de instituciones privada de educación superior, la creación de seccionales y se 
dictan otras disposiciones.  
33
 El sistema de aseguramiento está integrado por el “Ministerio de Educación Nacional. 
Viceministerio de Educación Superior; el Consejo Nacional de Educación Superior, CESU; el 
Consejo Nacional de Acreditación, CNA y la Comisión Nacional Intersectorial para el 
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conjunto de acciones orientadas a promover, gestionar y mejorar permanentemente la 
calidad de las instituciones y programas de educación superior, y su impacto en la 
formación de los estudiantes; este sistema cuenta con un instrumento denominado 
Registro calificado34 a través del cual el Estado verifica el cumplimiento de las 
condiciones básicas de calidad para el funcionamiento de programas académicos por 
parte de las instituciones de educación superior35. Es importante señalar que la creación 
de instituciones de nivel universitario de carácter privado así como la aprobación de los 
estudios de factibilidad para la creación de estas instituciones de naturaleza pública, se 
adscriben a este sistema36. 
También hace parte del sistema de aseguramiento el componente de fomento, a través 
de este, el MEN desarrolla acciones tendientes al fortalecimiento institucional de los 
programas e instituciones evaluadas; acompaña  planes de mejoramiento de 
instituciones que tengan inconvenientes con la obtención del Registro Calificado; 
incentiva la formación técnica y tecnológica en el país y ofrece asistencia técnica en 
procesos de evaluación, entre otras estrategias orientadas al mejoramiento y 
aseguramiento de la calidad de la educación superior. 
                                                                                                                                              
 
Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (Conaces)‖ (Ministerio de Educación 
Nacional, s. f.).  
34
 En la actualidad se encuentran vigentes la Ley 1188 de 2008, que le dio marco legal al registro 
calificado y el decreto reglamentario 1295 de 2010, los cuales establecen 15 condiciones de 
calidad que deben cumplir los programas del nivel técnico, tecnológico y universitario para obtener 
el reconocimiento del ministerio de educación y de esta manera logar ofertar y desarrollar el 
programa en el territorio nacional. 
35
  El registro calificado es de carácter obligatorio y está a cargo de la Comisión Nacional 
Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la educación Superior, en adelante - CONACES 
respecto a esta comisión, se debe anotar que la misma fue creada mediante Decreto 2230 de 
2003, en los términos del Artículo 45 de la Ley 489 de 1998, está integrada por el Ministro de 
Educación Nacional, el Director del Fondo Colombiano de Investigaciones Científicas y Proyectos 
Especiales "Francisco José de Caldas" -Colciencias- y por representantes de los organismos 
asesores del Gobierno Nacional en materia de Educación Superior y de academia, de 
conformidad con la reglamentación vigente. 
36
 De la misma manera, para la creación de una institución de educación superior, se encuentra 
vigente el Decreto 1478 de 1994, el cual permite al Ministerio de Educación Nacional –para el 
caso de las instituciones de naturaleza privada– otorgar personería jurídica para su 
funcionamiento previo cumplimiento de un estudio de factibilidad, reglamentación docente, 
estudiantil, bienestar y estatuto general, así como el planteamiento de un proyecto institucional 
académico que guarde coherencia con las necesidades nacionales, departamentales o 
municipales. Así mismo, avala el estudio de factibilidad que presenten las entidades territoriales 
para la creación de una institución de educación superior de naturaleza oficial. 
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Todo el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior propende por 
garantizar la calidad de la educación, concepto aplicado al servicio público de la 
educación superior que hace referencia a ―(…) la síntesis de características que permiten 
reconocer un programa académico específico o una institución de determinado tipo y 
hacer un juicio sobre la distancia relativa entre el modo como en esa institución o en ese 
programa académico se presta dicho servicio y el óptimo que corresponde a su 
naturaleza (…)‖ (Consejo Nacional de Acreditación, 2006, pp. 26-27). 
Los anteriores elementos son fundamentales para nuestro tema de estudio toda vez que 
el Estado tiene la responsabilidad de procurar la calidad de los programas académicos 
en educación superior  que oferta en el país. No se trata solo de que la política pública 
esté dirigida a posibilitar el acceso de la población más vulnerable, se trata de que los 
programas cumplan con las condiciones de calidad relacionadas con la suficiencia en el 
personal docente, infraestructura, medios educativos, investigación, relación con el sector 
externo, así como un modelo de admisión especial dirigido a población vulnerable ( 
mujeres, niños, discapacitados, población víctima). La inclusión del enfoque diferencial 
en favor de la población víctima, además de ser un instrumento importante en el marco 
de la justicia transicional, es también un requisito de la política pública en materia de 
educación superior. No son aceptables entonces los argumentos de que establecer 
acciones afirmativas37 en favor de las victimas sea una restricción indebida a la 
autonomía universitaria, pues se trata del desarrollo de un elemento fundamental de la 
política educativa. 
 
                                               
 
37
 Podemos entender por acciones afirmativas aquellas políticas o medidas orientadas a reducir y 
eliminar las desigualdades de tipo social, económico de aquellas personas o grupos de personas 
que tradicionalmente ha sido discriminadas o marginadas. Son pues instrumentos diferenciales, 
que otorgan preferencias, diseñados para asegurar la satisfacción de bienes y servicios escasos 
de dicha población o para el logro de una mayor representación en el escenario político o social. 
Ver http://www.colombiaaprende.edu.co/html/mediateca/1607/articles-132828_archivo.pdf 
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1.2.3 ¿La Educación superior es una medida de reparación o es 
una medida de política social? 
Hemos señalado que la educación superior es un derecho ciudadano y no sólo de las 
víctimas. No obstante, si se analiza su potencial para permitirles a las personas superar, 
autónomamente, situaciones de exclusión, y bajo el entendido de que la justicia 
transicional debe ser un proyecto democrático, es claro que se trata de una medida que 
puede ser un instrumento fundamental en un marco de transición, siempre y cuando se 
trace claramente la línea entre lo que se le debe a las víctimas en cuanto ciudadanos 
sujetos de derechos, y lo que se le debe en cuanto víctimas que gozan de derechos 
específicos. 
Tres argumentos pueden presentarse en favor de incluir el acceso a la educación 
superior, bajo condiciones especiales, en un programa con efecto reparador y potencial 
transformador. El primero es que el acceso a la educación superior, en la práctica y 
quizás como ninguna otra medida, ha significado la apertura de un mundo de 
oportunidades para quienes han podido acceder a ella. Las trayectorias profesionales y 
de calidad de vida entre quienes logran acceder a la educación superior y quienes no lo 
hacen son notablemente diferentes: mientras que los primeros, por ejemplo, tienen una 
probabilidad mucho más alta de obtener un empleo formal y un salario más alto, los 
segundos en cambio parecen estar condenados a la informalidad y a recibir ingresos 
insuficientes, inferiores incluso al salario mínimo (López, 2011). Por esa razón es que se 
ha llegado a recomendar que la mejor forma de superar los problemas de exclusión e 
inserción precaria de los trabajadores más pobres, puede resolverse, en buena medida, a 
través de un programa masivo de acceso a la educación superior (Centro de Estudios de 
Derecho, Justicia y Sociedad, trabajo digno y decente 2011). 
Lo segundo es que la educación es un instrumento privilegiado para fortalecer la 
autonomía y la capacidad de agencia de las personas para superar las situaciones de 
exclusión que enfrentan. Mientras que con medidas asistencialistas como las 
transferencias directas de ingresos o los subsidios no se incrementan las capacidades de 
la gente para obtener, con sus propios esfuerzos, realizaciones valiosas, medidas como 
el acceso a la educación superior sí actúan positivamente sobre dichas capacidades de 
las personas, permitiéndoles tener más recursos y elementos para afrontar situaciones 
adversas: por ejemplo, el acceso a la educación superior no solamente aumenta la 
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probabilidad de conseguir mejores empleos con remuneraciones mayores, sino que 
también incrementa el capital humano y el capital social de las personas permitiéndoles 
afrontar con autonomía los desafíos que enfrentan en la vida (Azqueta Oyarzun, 
Gavaldón Hernández & Margalef García, 2007). 
Y en tercera medida, en un contexto de exclusión como el colombiano, en el que las 
victimas provienen principalmente de zonas rurales (Grupo de Memoria Histórica, 2013, 
p. XX), el acceso a la educación superior es un mecanismo fundamental para ir saldando 
la deuda social que persiste con las poblaciones más excluidas. El acceso a la educación 
contribuye, como ninguna otra medida, a cerrar las brechas de oportunidades existentes 
entre excluidos y privilegiados, pues de ella se desprenden toda una serie de 
oportunidades adicionales en otros aspectos del bienestar: vivienda, generación de 
ingresos, salud, trabajo, entre otras.  
No es posible pensar en un programa transicional con efecto reparador y con potencial 
transformador efectivo que lleve a la superación de la exclusión y en brindarles a las 
víctimas garantías de que las violaciones de sus derechos no se repetirán, si no se 
incluye dentro de dicho programa un componente de acceso a la educación superior. Si, 
como se pretende con la justicia transicional el conflicto y la criminalidad van a dejar de 
ser  una fuente de subsistencia y acenso social para la población excluida, será la 
educación y el trabajo las que pasen a sustituirlas. Pero, que lo sea el trabajo, depende, 
en buena medida de la formación académica que adquieran los ciudadanos. Por ende, 
negar el acceso a la educación superior significa frustrar las expectativas de ascenso 
social alternativo a la población excluida, y de esta manera perpetuar la situación de 
vulnerabilidad que facilitó, para muchos de ellos, su victimización. La única forma de 
transformar eficazmente esta situación de vulnerabilidad es entonces brindando 
oportunidades de acceso a la educación superior. 
Ahora bien, establecido el potencial de la educación superior como medida transicional 
con impacto transformador es importante señalar que los beneficios de acceso en el 
marco de un contexto transicional tienen que implicar un valor agregado en relación con 
las ya existentes para la población en general. En ese sentido para evaluar la eficacia de 
las medidas adoptadas en relación con la educación superior habría que analizar, por 
ejemplo, aspectos como las facilidades de acceso, las medidas diferenciales y, en 
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general, cualquier componente que implique una acción afirmativa para las víctimas en 
relación con su posibilidad de gozar efectivamente del derecho a una educación superior 
de calidad. 
1.3 La eficacia de las medidas legales en general y de las 
transicionales en particular 
Puesto que el interés de este trabajo se centra en analizar si la medida de asistencia en 
educación superior puede llegar a ser eficaz o no, es necesario profundizar entonces en 
lo que puede entenderse como eficacia de una norma jurídica.  
1.3.1 Concepto de eficacia 
De acuerdo con García Villegas (1993), quien ha introducido en Colombia el debate de la 
eficacia de las norma desde una perspectiva socio jurídica, el concepto de eficacia, 
puede entenderse desde dos dimensiones de eficacia, la instrumental y la simbólica. La 
primera se define con respecto a los efectos que pueda tener una norma en relación con 
los objetivos que se propone (García Villegas, 1993, p. 93). Con todo, la eficacia no es un 
indicador que pueda medirse bajo cualquier circunstancia. Para el autor, la ejecución de 
dicha tarea está supeditada al marco de interpretación bajo el cual se encuentre la norma 
objeto de estudio: ―(…) mientras más generales sean los términos de una norma, más 
lugar habrá para el ejercicio de una interpretación amplia y por lo tanto más difícil será el 
establecimiento de criterios de eficacia‖ (García Villegas, 1993, p. 95). Sumado a esto 
afirma que, así como determinadas normas buscan incidir en el comportamiento de los 
individuos, hay otras que apenas buscan reconocer derechos o libertades, e incluso 
prohibir determinadas conductas, lo que también dificultaría medir la eficacia de todas las 
normas (García Villegas, 1993, pp. 94-95).  
Es preciso tener en cuenta que las normas no generan únicamente los efectos que se 
proponen. Las normas pueden generar, por ejemplo, el efecto de darle legitimidad al 
Estado ante sus gobernados o frente a organismos internacionales, e incluso a veces 
puede plantearse con ese objetivo. Esta dimensión hace referencia a la eficacia simbólica 
de las normas, que ―depende de la creación de representaciones populares relativas al 
poder transformador del derecho‖ (García Villegas, 1993, p. 107). Esta efectividad 
simbólica dota de poder instrumental a quien promulga las normas: el Estado, que a su 
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vez funciona como centro simbólico de articulación de la idea de interés general —
―principio unificador de lo social‖ (García Villegas, 1993, p. 101).  
De acuerdo con García Villegas, en la cronología que suele recorrer una norma se 
pueden identificar tres elementos —―promulgación, ejecución y eficacia‖ (1993, pp. 237-
238)— de cuya relación se derivan tres tipos de efectividad simbólica. El primer tipo es 
conocido como eficacia enunciativa debido a que tiene sus orígenes en las normas que 
no son ejecutadas y tampoco alcanzan una eficacia instrumental. Las normas de eficacia 
enunciativa (segundo tipo) son aquellas que se valen de la retórica como medio de 
eficacia. El tercer tipo es la eficacia substancial, que es la que se alcanza cuando las 
normas promulgadas tienen tanto una eficacia simbólica como instrumental. Podríamos 
decir, así mismo, que es en este tipo de normas en las que entran en plena relación tanto 
la eficacia instrumental como la simbólica. 
La antítesis de la eficacia es lo que García Villegas denomina la crisis de la ley, este 
concepto hace referencia en primer lugar, a la pérdida de la eficacia simbólica debido a  
la dispersión del poder y a la ―falta de homogeneidad y coherencia del sistema jurídico‖ 
(García Villegas, 1993, p. 103). En la medida en que no es una única entidad la que 
emite las normas y sus decisiones pueden llegar a estar condicionadas por las 
disposiciones de otros organismos, la eficacia simbólica de sus decisiones se ve 
comprometida. Consecuentemente, el alcance de los objetivos de las normas llega a 
aminorarse en tanto estas no son vistas como de obligatorio cumplimiento, sino como 
elementos que deben someterse a interpretación en cada caso particular. Este concepto 
puede resultar importante, en la medida en que en un escenario de crisis de la ley se 
puede poner en duda, entre otras, la eficacia de las leyes en favor de las víctimas y las 
relativas a la educación superior. 
Para terminar este apartado, cabe anotar que el concepto de eficacia no debe 
confundirse con el de efectividad, cuyo objetivo es medir el efecto de las normas en el 
comportamiento de los sujetos. Para hacer más clara esta distinción, hay que tener en 
cuenta que ―(…) el estudio de la efectividad comprende dos pasos: el primero de ellos se 
refiere a la correspondencia entre conducta prescrita y conducta real. El segundo trata de 
establecer la relación de causalidad entre estos dos momentos‖ (García Villegas, 1993, 
p. 98). 
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1.3.2 Qué se requiere para que la medida en materia de 
educación superior sea eficaz 
 
Partiendo de las dimensiones aquí descritas, para que una medida en materia de 
educación superior sea eficaz deben cumplirse dos condiciones: primero, que los 
objetivos específicos de dicha medida se cumplan, y dos que la sociedad y sus 
beneficiarios reconozcan su capacidad transformadora de la realidad vigente. Para 
cumplir estas dos condiciones, a su vez se requiere que la medida transicional en materia 
de educación superior sea eficaz, guarde congruencia con las demás disposiciones 
reglamentarias proferidas sobre la materia, esto con el fin de señalar, que no sólo la 
disposición legal debe articularse armoniosamente entre sus propias disposiciones y 
principios, sino que adicionalmente, el legislador debe prever la modificación de otras 
disposiciones legales generales, lo que permitiría fortalecer y garantizar el cumplimiento 
real de la medida. Esto implicaría modificar algunas normas vigentes de forma tal que el 
Estado tenga la capacidad de cumplir con lo que se ha propuesto en materia de 
educación superior en el contexto de una política transicional. 
Así mismo, y con el fin de que la eficacia de la ley no se quede simbólicamente como un 
buen propósito, la norma claramente debe establecer la participación de todos los 
actores sociales, políticos y autoridades administrativas posibles;  teniendo en cuenta el 
carácter de servicio público que se predica del derecho a la educación así como el 
principio constitucional de la primacía del interés general sobre el privado, pues existe 
una responsabilidad social de la materia y por tanto todos los sectores deben ser parte 
activa e integral de la implementación de la medida asistencia. 
Ahora bien, para que la educación superior pueda tenerse como una medida  con 
impacto transformador, tendríamos que su eficacia normativa se daría siempre y cuando 
se modifiquen algunas disposiciones legales que sobre la materia se encuentran 
vigentes, esto, es por ejemplo el Decreto 1448 de 1994 por medio del cual se crean 
disposiciones para la creación de instituciones de educación superior, de igual manera el 
Decreto 1275 de 2010 por medio del cual se adoptan las condiciones de calidad de los 
programas, porque la inclusión de las víctimas como población vulnerable afecta todo un 
sistema normativo y en este caso, todo un sistema educativo con multiplicidad de 
actores, luego si la apuesta legislativa es lograr la paz y la democracia, las estrategias de 
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inclusión, acceso y permanencia de las víctimas del conflicto en los programas de 
educación superior, deben obligatoriamente vincular a todas las instituciones de 
educación superior prestadoras de este servicio público. 
Hasta aquí, tenemos un panorama claro de los alcances y escenarios de la Justicia 
Transicional, y de ello podemos ver como en Colombia se ha implementado con 
fundamento en la Ley 1448 de 2011, medidas tanto de nivel asistencial como reparatorio, 
que buscan la reivindicación de los derechos a la verdad, la justicia y la reparación de las 
víctimas del conflicto armado Colombiano, sin embargo, hemos visto como en esta 
oportunidad histórica el Estado Colombiano hace una apuesta en sus estrategias y 
fórmulas para lograr de manera real, la reconciliación y la paz, lo anterior bajo un enfoque 
transformador, esto es, bajo la posibilidad de modificar las condiciones estructurales de 
exclusión que dieron inicio a este conflicto.  
Para ello, y tal como ha quedado expuesto, el legislador ha querido incluir una variedad 
de medidas transicionales, en las que encontramos la educación superior. Entendemos 
que bajo un modelo de justicia transicional, la educación superior es una herramienta 
clave para la reconstrucción del tejido social con enfoque transformador, por tal 
relevancia, es importante no perder de vista que para que este derecho tenga un 
potencial transformador debe ofrecerse en condiciones de calidad, es decir no es la 
oferta por la oferta, es la posibilidad que se abre a las víctimas de ingresar o continuar un 
programa de educación superior en condiciones de calidad, involucrando a todas las 
instituciones de educación superior independiente de su naturaleza jurídica, evaluando 
las reales necesidades, aspiraciones, y posibilidades de acceso de las víctimas, 
haciéndolas participes en la definición del impacto reparador de la medida. 
 
  
 
2. La educación superior como medida de 
asistencia en el marco de la ley de víctimas 
A continuación precisaremos cuál es el marco normativo y las características de la 
enunciada disposición legal, así como la definición de las medidas que en materia de 
educación superior fueron adoptadas por el gobierno Colombiano, para asistir a las 
víctimas, lo anterior con el fin de reunir los elementos normativos suficientes que nos 
permitan determinar – en el capítulo siguiente - si la medida de reparación en materia de 
educación superior puede ser eficaz. 
2.1 Contexto normativo en el que se desarrolla la Ley 
1448 de 2011 
El conflicto armado interno que afronta el país desde hace más de 50 años38, 
desencadenó el desplazamiento forzado de millones de habitantes del sector rural y 
urbano así como el aumento de víctimas de múltiples violaciones contra los derechos 
humanos. Esto ha implicado una violación masiva y sistemática de sus derechos 
fundamentales, a la vida, la dignidad, el trabajo, la educación, entre otros. 
                                               
 
38
 El conflicto colombiano interno se ha caracterizado por ser un fenómeno complejo, se trata de 
un escenario en el que participan actores como los grupos paramilitares, guerrilleros y el mismo 
Estado, por otro lado, se trata de un conflicto permeado por el narcotráfico como fuente de 
financiación de sus diferentes actores. Para ver más sobre el tema, consultar ―Las víctimas y la 
justicia internacional ¿Están cumpliendo los Estados latinoamericanos con los estándares 
internacionales? Fundación para el Debido Proceso Legal, 2010, pág. 99 y ss. En aras de 
contextualizar el desarrollo de la ley 1448 de 2011, es importante mencionar que durante el el 
Gobierno del presidente Álvaro Uribe (2002 a 2010) se priorizó la política de la seguridad 
democrática, buscando derrotar militarmente los grupos guerrilleros y recuperar el territorio 
nacional; este gobierno insistió en negar la configuración de un conflicto armado interno y al 
contrario siempre indicó que la situación que afrontaba el país correspondía a una amenaza 
terrorista. Ver Sánchez Duque (2011, p. 34). 
Posteriormente y luego de ocho años el presidente Juan Manuel Santos (2010-2014) reconoce 
expresamente el conflicto armado en Colombia implementando la Ley 1448 de 2011, mediante la 
cual adopta normativamente una serie de medidas orientadas a  reparar a las víctimas.  
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Para hacer frente al desplazamiento y otros delitos resultantes del conflicto armado, el 
Estado ha desarrollado múltiples medidas, principalmente legislativas, destinadas a 
poner fin al conflicto, lograr la desmovilización de los actores armados, y garantizar los 
derechos de las víctimas. Así, por ejemplo, el Congreso inicialmente profirió la Ley 418 
de 199739, con la cual buscó adoptar una serie de instrumentos diseñados para asegurar 
la vigencia del Estado Social de Derecho y garantizar la plenitud de los derechos y 
libertades fundamentales reconocidas incluso en tratados internacionales aprobados por 
Colombia40. Esta ley adoptó disposiciones orientadas a facilitar el diálogo y suscripción 
de acuerdos con  los grupos armados organizados al margen de la ley en busca de su 
desmovilización41, adicionalmente definió un paquete de medidas asistenciales en 
materia de vivienda, salud, y educación (básica, media y superior), para quienes de 
acuerdo con la ley, tuvieran la calidad de víctima. 
Es importante para nuestro tema de estudio, evidenciar que algunas disposiciones 
legales del Estado colombiano y su Ministerio de Educación Nacional, que han 
propendido por incluir la educación superior como una medida de asistencia, por ejemplo, 
la ley citada permitió que las medidas asistenciales42 adoptadas mediante los Decretos 
2231 de 198943 y 48 de 199044, relacionadas con la vinculación del sector educativo en el 
proceso de reinserción social de los familiares de las víctimas  de la violencia, también se 
aplicarán a personas de la población civil que hubiesen sufrido perjuicios en su vida, o 
grave deterioro en su integridad personal o en sus bienes, por razón de atentados 
terroristas, combates, secuestros, ataques y masacres en el marco del conflicto armado 
                                               
 
39
  El Artículo 81 de la Ley 418 de 1997 crea un programa de protección a personas que se 
encuentren en situación de riesgo contra su vida, integridad, seguridad o libertad, por causas 
relacionadas con la violencia política o ideológica, o con el conflicto armado interno que padece el 
país‖. 
40
  Artículo 1, de la Ley 418 de 1997. 
41
   Ley 418 de 1997  
42
 Ver Decreto http://www.mineducacion.gov.co/1621/articles-104123_archivo_pdf.pdf 
43
  Por el cual se crean unos beneficios en el sector educativo para apoyar a los familiares de las 
víctimas de la violencia, entre los cuales se crea la posibilidad de exonerar del pago total de 
matrícula y pensión a los familiares de las víctimas del conflicto armado. 
44
 Por el cual se modificó el Decreto 2231 de 1989. 
 31 
 
interno45. Se precisa que la ley dispuso esta medida para el ingreso de las víctimas a 
programas en educación básica, secundaria y media vocacional46. 
Posteriormente, el legislativo profirió la Ley 387 de 1997, por medio del cual se crea el 
Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia – 
SNAIPD. En ella se asigna al Ministerio de Educación Nacional y las Secretarías de 
Educación departamentales, municipales y distritales, la competencia de adoptar 
programas educativos especiales para las víctimas del desplazamiento por la violencia47. 
Por otro lado, la Ley 975 de 200548, también conocida como Ley de Justicia y Paz, definió 
el concepto de víctima, el alcance de sus derechos, y creó la Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación, con importantes funciones frente a las víctimas y su 
reparación. En materia de educación, esta ley dispuso que el Gobierno Nacional debía 
procurar la vinculación de los desmovilizados a proyectos productivos o a programas de 
capacitación o educación que les permitiera acceder a empleos productivos. Es de anotar 
que esta ley abrió la posibilidad de crear programas de reparación para las víctimas49. 
En relación con la Jurisprudencia, la Corte Constitucional en Sentencia T-025 de 2004 
declaró un estado de cosas inconstitucional tomando como fundamento la situación de 
vulnerabilidad extrema de la población desplazada, así como la omisión del Estado en 
brindarles atención efectiva y garantizar sus derechos a una vida digna, a la igualdad, al 
trabajo, a la salud, a la educación, al mínimo vital y a la protección especial debida a las 
personas de la tercera edad, a la mujer cabeza de familia y a los niños50, entre otros 
tantos. La Corte ha manifestado que la violación a los derechos mencionados es una 
                                               
 
45
 Definición de víctima de acuerdo al Artículo 15 de la ley 418 de 1997. 
46
 ―(…) Las disposiciones del capítulo en comento, constituyen una aplicación específica de la 
norma constitucional que señala al Estado el deber de proteger especialmente a aquellas 
personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancias de 
debilidad manifiesta (art. 13). Así mismo, dichas normas son el desarrollo concreto del precepto 
constitucional que consagra la responsabilidad en materia de educación no sólo de la familia, 
sino de la sociedad y el Estado, si  se tiene en cuenta que la educación es un derecho 
fundamental de la persona, aparte de que, igualmente, es un servicio público. (art. 67).(…)‖ 
Sentencia No. C-197/93, Expediente No. R.E. – 038- Magistrado ponente Antonio Barrera 
Carbonell en la siguiente dirección http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/C-197-
93.htm 
47
 Artículo 19, numeral 10 de la ley 387 de 1997. 
48
 Modificada por la Ley 1592 de 2012. 
49
 Ver artículo 49 de la ley 975 de 2005. 
50
 Apartados 5 y 6 de la Sentencia T 025 de 2004. 
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constante que viene ocurriendo ―de manera masiva, prolongada y reiterada‖51 y es un 
problema  del orden estructural que afecta  toda la política de atención diseñada por el 
Estado. 
De igual manera, se han proferido múltiples autos de seguimiento en los cuales se ha 
requerido al Estado para que adopte medidas de protección en materia de educación, 
dirigidas a las mujeres desplazadas (indígenas y afrodescendientes) como sujetos de 
protección constitucional reforzada. Es así como en el auto 092 de 200852 la Corte 
Constitucional buscó la protección de los derechos fundamentales de estas personas 
sujetos de especial protección constitucional, pues evidenció por ejemplo que no existían 
las medidas integrales para permitir que las mujeres desplazadas en condición de 
analfabetismo accedieran a programas educativos, ni para que aquellas que contaron 
con algún grado de escolaridad pudieran continuar sus estudios de formación orientados 
a  posibilitar el acceso a mejores oportunidades laborales (Corte Constitucional de 
Colombia, 2008).  
Así mismo, el Auto 005/09 de la Corte Constitucional evoca la protección de los derechos 
fundamentales de la población afrodescendiente y los pueblos indígenas como víctimas 
del desplazamiento forzado53.  Respecto a la población afrocolombiana el Tribunal 
Constitucional evidenció que ―(…) solamente el 14% de los afro colombianos ingresan a 
la educación superior,  porcentaje inferior al de la población no afro (26%). Comparado a 
                                               
 
51
 Apartados 5 y 6 de la Sentencia T 025 de 2004. 
52
 ―(…) Según señalan las organizaciones que promueven los derechos de la mujer 
desplazada, ―el Ministerio de Educación viene adelantando acciones desde una perspectiva 
diferencial de raza y etnia, pero carece de programas adaptados para las mujeres quienes en su 
mayoría no cuentan con niveles educativos que superen la primaria o el bachillerato incompletos. 
Estas mujeres por lo general –especialmente las adultas y adultas mayores- no han participado en 
procesos de formación luego de 20, 30 años o más, lo que requiere de la adaptación de 
contenidos, lenguajes y pedagogías de formación ajustados a sus condiciones específicas. Esto 
aplica también para las acciones relacionadas con formación técnica como las que brinda el 
SENA o las organizaciones no gubernamentales –ONGs- contratadas por el Estado para tal fin 
(…)‖ (Corte Constitucional de Colombia, 2008) 
53
 Ver Auto 045/12 de la Corte Constitucional. Evaluación sobre el proceso de implementación de 
las órdenes emitidas en Auto de 18 de mayo de 2010. 
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escala regional, la menor tasa de cobertura en secundaria y en superior la presenta la 
región Pacífica (…)54. 
Así las cosas, es claro que el legislativo ha promulgado diferentes lineamientos 
normativos en procura de amparar a las víctimas del conflicto armado interno. Es por eso 
que con el impacto que genera la grave violación de los derechos humanos, se profieren 
los mismos precisamente para lograr salvaguardar entre otros derechos, el derecho a la 
educación de estas víctimas, tan es así, que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
del 22 de abril de 200855 ordenó al Ministerio de Educación Nacional establecer 
mecanismos que garanticen a la población desplazada, el acceso, la permanencia y 
culminación de estudios en la educación superior, como becas, exención de derechos 
pecuniarios, así mismo recomendó, a las instituciones de educación superior estudiar la 
posibilidad de brindar cursos preuniversitarios que les permita elaborar un proyecto de 
vida desde lo académico. 
Al hilo de lo expuesto, tenemos que Colombia ha desarrollado una serie de instrumentos 
normativos, medidas de asistencia, acciones afirmativas, medidas de reparación que 
responden a diferentes coyunturas desencadenadas por el conflicto armado, las cuales 
se relacionan, de alguna manera, con la posibilidad de incluir la educación superior como 
una herramienta estructural que permite pensar, primero, en la salvaguarda de los 
derechos constitucionales de las víctimas, y segundo, en una transformación democrática 
del Estado. Es importante anotar que si bien los referentes normativos enunciados 
denotan un esfuerzo por incluir este derecho dentro de las medidas que favorecen a las 
víctimas, es sólo con la ley 1448 de 2011, que el legislador precisa la educación superior 
como una medida de asistencia con impacto reparador y hace un desarrollo dentro de u n 
escenario transicional, tal y como lo veremos a continuación. 
                                               
 
54
   El documento CONPES 3310 de 2004 sobre acción afirmativa para la población 
afrocolombiana mostró que el 79 % de los municipios con una población de alta porcentaje 
afrocolombiana sufren los más bajos niveles de desarrollo 
55
 Tribunal Administrativo  de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección B  mediante  
providencia del veintidós (22) de abril de dos mil ocho (2008), expediente AT No. 08-  342 tuteló lo
s derechos fundamentales al mínimo vital, a la salud, a una vivienda digna,  a la sostenibilidad 
socieconómica  en  condiciones  dignas  y  a  la  educación  de  varios  accionantes inscritos en el 
Registro Único de Población Desplazada 
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2.2 Marco legal de  la educación superior como una 
medida de asistencia 
La Ley 1448 de 2011 fue presentada por el Ministerio de Justicia y del Derecho como un 
compendio regulatorio a través del cual se proyecta lograr que ―todas aquellas personas 
que han sufrido las más nefastas consecuencias del conflicto armado interno reciban una 
reparación integral y logren recuperar el proyecto de vida del que fueron despojadas‖ 
(Ministerio de Justicia y del Derecho, 2012, p. 10). El principal propósito de la referida ley 
es asegurar a las victimas la efectividad de los derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación integral con enfoque transformador56, así como la garantía de no repetición de 
los hechos victimizantes57.  Es importante indicar que la ley de víctimas y restitución de 
tierras –Ley 1448 de 2011– contiene dentro de sus disposiciones, medidas de asistencia, 
atención, ayuda humanitaria y medidas de reparación. 
Lo anterior se articula con el Plan Nacional de Desarrollo 2010- 2014 propuesto por el 
presidente Santos, por cuanto desde el año 2008 se propone durante su gobierno 
consolidar la paz, así como crear un Sistema Nacional de Atención y reparación a 
víctimas de graves violaciones a los DDHH e infracciones al DIH que encause las 
acciones del Gobierno Nacional en esta materia58. 
2.2.1 Principios rectores de la Ley 1448 de 2011 
Ahora bien, la ley enunciada se estructura sobre una serie de principios de los cuales 
resaltamos los siguientes toda vez que se relacionan directamente con el carácter y la 
implementación de la medida en estudio: Principio de dignidad, entendida como el 
respeto a la integridad y a la honra de las víctimas es también el fundamento axiológico 
de los derechos a la verdad, la justicia y la reparación59. Otro de los principios centrales 
de la ley, es la Justicia Transicional60, definida como los diferentes procesos y 
                                               
 
56
 Artículo 25 de la Ley 1448 de 2011. 
57
 Sentencia C-280 del 2013 
58
 ―Estos esfuerzos se  enmarcan en un concepto más amplio que abarca también la búsqueda de 
pilares básicos de la  justicia transicional como la verdad, la justicia, la reparación y la garantía de 
no repetición‖ (Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 ―prosperidad para todos‖. Resumen 
ejecutivo, s. f., p. 26).  
59
 Artículo 4 de la Ley 1448 de 2011. 
60
 Artículo  8 de la Ley 1448 de 2011. 
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mecanismos judiciales o extrajudiciales asociados con los intentos de la sociedad por 
garantizar que los responsables de las violaciones a las normas Internacionales de 
Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado, rindan cuentas de sus 
actos, de esta manera se logre satisfacer los derechos a la justicia, la verdad y la 
reparación integral a las víctimas, se lleven a cabo reformas institucionales que den 
garantía de no repetición de los hechos y la desarticulación de las estructuras armadas 
ilegales, es decir, se trata de lograr bajo este escenario la reconciliación nacional y una 
paz duradera y sostenible. 
Al hilo de lo anterior, el Derecho a la reparación integral se consagra también como uno 
de los principios rectores de la norma. La ley determinó que las víctimas tienen derecho a 
ser reparadas de manera adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño 
que han sufrido61; la reparación integral comprende las medidas de restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en todas sus 
dimensiones62. Igual importancia para nuestro estudio tienen el principio del Enfoque 
diferencial el cual reconoce que hay poblaciones con características particulares en razón 
a su género, condición sexual, por lo que todas las medidas adoptadas en la ley deben 
contar con tal enfoque con el fin de que las mismas contribuyan a eliminar los esquemas 
de discriminación y marginación que pudieron ser la causa de los hechos victimizantes63 
En tal virtud, este paquete de medidas transitorias, guarda relación directa con los 
principios rectores de nuestro marco constitucional y con los estándares internacionales 
en la materia, al tiempo que expresa la intensión del Estado colombiano de reparar de 
manera integral a sus víctimas, dentro de un contexto de justicia transicional.   
2.2.2 Análisis de las disposiciones normativas: Educación 
Superior como medida de  asistencia a las víctimas del 
conflicto armado 
El legislador definió que la Educación Superior es una medida de carácter asistencial 
(Ministerio de Justicia y del Derecho, 2012, pp. 35-39), luego al tenor de la Ley 1448 de 
                                               
 
61
 Artículo 25 de la Ley 1448 de 2011. 
62
 En los términos de la ley se indica que las dimensiones de las medidas de reparación son 
individuales, colectivas, materiales, morales y simbólica. 
63
 Artículo 13 de la Ley 1448 de 2011. 
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2011, las medidas de carácter asistencial son herramientas transicionales que se utilizan 
en el marco de la ley para responder y superar las violaciones a los derechos humanos 
generadas en el marco del conflicto armado interno que ha vivido nuestro país64. 
Al hilo del capítulo expuesto relacionado con la diferenciación entre las medidas 
transicionales, reiteramos que las medidas de asistencia adoptadas por la ley propenden 
por la reparación integral de las víctimas, pero no pueden confundirse con las medidas 
de reparación, pues tal y como quedó definido por el legislador, las medidas asistenciales 
son complementarias a las medidas de reparación  toda vez, que si bien no se originan 
de un daño concreto, pueden aumentar el impacto reparador de la población beneficiaría 
en la medida en que les viabiliza las condiciones para materializar sus demás derechos 
colectivos. 
El artículo 51 de la Ley 1448 de 2011, estableció tres obligaciones a saber, la primera 
pone en cabeza de las instituciones técnicas profesionales, instituciones tecnológicas, 
instituciones universitarias o escuelas tecnológicas y universidades de naturaleza 
pública, en el marco de su autonomía, el deber de establecer los procesos de  selección, 
admisión y matrícula que posibiliten a las víctimas el acceso a sus programas 
académicos, con especial atención a mujeres cabeza de familia y adolescentes y 
población en  condición de discapacidad; es decir, de acuerdo con lo previsto en la 
norma, a las instituciones les correspondería definir las estrategias de ingreso a la 
educación superior de las víctimas, que además de contar con esta condición, sean 
sujetos con especial protección constitucional, situación que impone la adopción de 
medidas de diferenciación positiva, que atiendan a sus condiciones de especial 
vulnerabilidad e indefensión y propendan, a través de un trato preferente, el goce efectivo 
de sus derechos65.  
La segunda acción, define que será el  Ministerio de Educación Nacional quien tenga la 
competencia de incluir a las víctimas de que trata la ley dentro de las estrategias de 
                                               
 
64
 Artículo 11 Ley 1448 de 2011. 
65
 Sentencia T 025 de 2004. 
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atención a la población diversa66  y adelantar las gestiones para que sean incluidas 
dentro de las líneas especiales de  crédito y subsidios del ICETEX. Y como última 
disposición, señala que el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, debe priorizar, facilitar 
y garantizar el acceso a las víctimas de que trata la ley a los programas de formación allí 
impartidos. 
Posteriormente, el gobierno adoptó el Decreto reglamentario No. 4800 de 201167 en el 
cual –a diferencia de la ley68– se indica en el Artículo 96 que es el Ministerio de 
Educación Nacional,  la entidad que debe promover que las instituciones de educación 
superior, en el marco de su autonomía69, establezcan  procesos de selección, admisión y 
matrícula, así como los incentivos que permitan a las víctimas, reconocidas en el artículo 
3° de la Ley 1448 de 2011, manteniendo la protección especial reforzada a mujeres 
cabeza de familia, adolescentes y población en condición de discapacidad, acceder a su 
oferta académica. Así mismo, y al hilo de la disposición legal el Ministerio de Educación 
Nacional, tiene a cargo la tarea de fortalecer las estrategias que incentiven el acceso de 
la población víctima a la educación superior. 
Este Decreto reglamentario establece que la población víctima de acuerdo con los 
requisitos establecidos por el Instituto Colombiano de Crédito y Estudios Técnicos en el 
Exterior - Icetex -, el deber de participar de forma prioritaria en las líneas y modalidades 
especiales de crédito educativo, así como de los subsidios financiados por la Nación, 
para lo cual, el Icetex ajustará los criterios de calificación incorporando en ellos la 
condición de víctima para el acceso a las líneas de crédito subsidiado. 
Así mismo, el Decreto involucra a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas. En tal virtud la Unidad debe promover la suscripción 
                                               
 
66
 Población diversa es un término incluido en el proyecto de política pública de educación 
inclusiva proferido por el Ministerio de Educación Nacional, y refiere a grupos étnicos, población 
víctima, población habitante de frontera, personas con discapacidad. 
67
 ―Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de 
restitución de derechos territoriales a las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades 
indígenas‖. 
68
 En la ley se establece que son las instituciones de educación superior quienes de manera 
directa deben establecer los procesos de selección, admisión y matrícula, así como los incentivos 
que permitan a las víctimas. 
69
Derecho constitucional cconsagrado en el artículo 69 de la constitución y el artículo 28 de la Ley 
30 de 1992. 
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de convenios con las entidades educativas en el marco de su autonomía y definir 
procesos de selección que faciliten el acceso de las víctimas a la educación superior. El 
Decreto finaliza sus disposiciones en materia de educación superior, estableciendo que 
el Servicio Nacional de Aprendizaje en un tiempo no mayor a tres (3) meses debe 
establecer las rutas de atención y orientación con enfoque diferencial para la 
identificación de los intereses, capacidades, habilidades y aptitudes de la población 
víctima que faciliten su proceso de formación y capacitación, articulado a los programas 
de empleo urbano y rural. 
Del análisis de las anteriores disposiciones normativas se hace necesario realizar las 
siguientes observaciones en referencia al tema: 
1. La Ley 1448 de 2011, dispuso taxativamente que son las instituciones de 
educación superior de naturaleza pública las que tenían la competencia de 
establecer los procesos de  selección, admisión y matrícula dirigidos a la 
población víctima. Sin embargo el Decreto reglamentario traslada la competencia 
directamente al Ministerio de Educación y adicionalmente habla de instituciones 
de educación superior indistintamente de su naturaleza jurídica, situación que 
podría dificultar la implementación de la disposición legal. 
2. Tanto la Ley como el Decreto coinciden en que el Ministerio de Educación 
Nacional es quien tiene a cargo el fomento de las estrategias para garantizar el 
acceso de la población victima a los programas de educación superior así como a 
los créditos condonables de acuerdo a los criterios del Icetex. 
3. No es clara la facultad que el Decreto reglamentario le otorga a la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, en 
cuanto a la suscripción de convenios con las entidades educativas para que, en el 
marco de su autonomía, establezcan procesos de selección que faciliten el 
acceso de las víctimas a la educación superior. No es claro cómo la Unidad 
desarrollará las disposiciones legales mencionadas cuando el tema de educación  
es competencia del Ministerio de Educación Nacional, lo que finalmente pone en 
riesgo la efectividad de las medidas. 
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4. La Ley 1448 de 2011 y su decreto reglamentario coinciden en que son las 
mujeres cabeza de familia y adolescentes y población en  condición de 
discapacidad, sujetos de especial protección constitucional, esto implica que la ley 
es congruente con el principio de enfoque diferencial y atiende las 
recomendaciones de la Coste Constitucional relacionadas con la protección de 
sujetos de especial protección constitucional.  
5. El SENA tiene dos tareas importantes en el proceso de implementación de las 
medidas en educación superior, la primera, consiste en que como institución de 
educación superior que oferta programas técnicos y tecnológicos, debe procurar  
priorizar, facilitar y garantizar el acceso a las víctimas de que trata la ley a los 
programas de formación allí impartidos. Por otro lado, tiene la tarea de establecer 
en un tiempo muy corto, las rutas de atención y orientación con enfoque 
diferencial para la identificación de los intereses, capacidades, habilidades y 
aptitudes de la población víctima que faciliten su proceso de formación y 
capacitación, articulado a los programas de empleo urbano y rural. La norma no 
aclara si  lo anterior se debe hacer respecto de la totalidad de la población víctima 
o sólo de la población que pueda ingresar a sus programas de formación en 
educación superior. Sin embargo, no se debe perder de vista que el SENA 
adicional a sus programas técnicos y tecnológicos, también capacita a los 
colombianos en programas de formación para el trabajo70 los cuales – a diferencia 
de los primeros -  no están definidos como ―programas en educación superior‖, 
luego la disposición legal puede tornarse ambigua respecto al rol del SENA  en la 
implementación de la medida. 
La ley 1448 de 2011, dispone que la educación superior es una medida de asistencia 
dentro de un contexto transicional, esto es importante para la reconstrucción del tejido 
social afectado gravemente por el conflicto armado interno,  pues en la medida en que se 
                                               
 
70
 ―(…) Los programas de formación laboral tienen por objeto preparar a las personas en áreas 
específicas de los sectores productivos y desarrollar competencias laborales específicas 
relacionadas con las áreas de desempeño referidas en la Clasificación Nacional de Ocupaciones, 
que permitan ejercer una actividad productiva en forma individual o colectiva como emprendedor 
independiente o dependiente. Para ser registrado el programa debe tener una duración mínima de 
seiscientas (600) horas. Al menos el cincuenta por ciento (50%) de la duración del programa debe 
corresponder a formación práctica tanto para programas en la metodología presencial como a 
distancia.(…)‖ (Ministerio de Educación Nacional, 2011). 
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pueda garantizar a las víctimas posibilidades de acceso a programas de formación 
académica de nivel superior, las disposiciones adoptadas - dentro del marco de 
transición- podrían tener un impacto directo y positivo en sus destinatarios. Sin embargo 
la falta de homogeneidad y coherencia en el cuerpo normativo bajo estudio y su 
desarrollo reglamentario, podría afectar su eficacia, lo que de entrada limitaría la 
implementación de las disposiciones y con ello, la posibilidad de que las mismas puedan 
revestir un impacto reparador tal y como lo estableció el legislador y transformador, tal y 
como lo hemos expuesto en este escrito. 
2.2.3 Disposiciones especiales para la población  Indígena, 
Comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras y pueblo rom como víctimas del conflicto 
armado 
El Gobierno profirió tres Decretos con fuerza de ley –es decir, autónomos no 
reglamentarios– uno diferente para las Comunidades Indígenas, otro para las 
comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras y un último para los 
Pueblos Rom, esto de conformidad  con el Convenio 169 de la OIT, previo a la consulta 
que el Gobierno hiciera a estas comunidades con el fin de proteger aspectos 
sustanciales relacionados con la diversidad, la identidad cultural, las tradiciones  y  
aspectos relacionados con el concepto de la propia educación. 
 Esta disposiciones se fundamentaron en un modelo ―comprensivo y holístico de Justicia 
Transicional‖71, entendiendo que el Gobierno Nacional propende por adoptar 
disposiciones orientadas a reducir las desigualdades sociales existentes entre la 
sociedad colombiana y las víctimas del conflicto armado, para cimentar de esta manera 
el proceso de transición y reconciliación nacional, sobre bases sólidas de equidad e 
igualdad social. 
Es importante señalar como las diferentes medidas transicionales adoptadas en la Ley 
1448 de 2011 así como en los Decretos que enunciaran a continuación, son congruentes 
con el principio de Enfoque diferencial y las disposiciones relacionadas con la protección 
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 Al respecto, se sugiere revisar las consideraciones del gobierno relacionada con cada uno de 
los decretos que se mencionaran en este acápite. 
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a sujetos especiales de protección, los cuales - como ya lo habíamos anotado -, 
reconocen que hay poblaciones con características particulares en razón a su género,  o 
en este caso etnia, por lo que en principio las disposiciones normativas tienen ese 
enfoque de transformación democrática orientado a eliminar los esquemas de 
discriminación y marginación que pudieron ser la causa de los hechos victimizantes. A 
continuación enunciaremos las medidas el que el Gobierno Nacional dispuso al respecto: 
a) Pueblos indígenas 
Las disposiciones contenidas en el Decreto-Ley No. 4633 de 201172,  parten del 
reconocimiento de la condición de víctimas de los pueblos y comunidades indígenas, en 
tanto víctimas individuales y colectivas de violaciones graves y manifiestas de normas 
internacionales de derechos humanos, derechos fundamentales y colectivos, crímenes 
de lesa humanidad o infracciones al derecho internacional humanitario, comprendidas y 
reconstruidas desde la memoria histórica y ancestral de los pueblos indígenas73. 
El artículo 88 del Decreto-Ley enunciado, establece el “acceso y acciones afirmativas en 
educación superior” en tres apartados así: Primero, establece en cabeza de las 
instituciones técnicas profesionales, instituciones tecnológicas, instituciones universitarias 
o escuelas tecnológicas y universidades de naturaleza pública, en el marco de su 
autonomía, la tarea de establecer, dentro del año siguiente a la entrada en vigencia del 
presente decreto, los procesos de selección, admisión y matrícula para que las víctimas 
puedan acceder de manera prioritaria y preferencial a los programas académicos 
ofrecidos por estas instituciones. 
Como segunda disposición, se establece que será el Ministerio de Educación Nacional, 
quien se encargue de Incluir a las víctimas de que trata el presente decreto, dentro de las 
estrategias de atención a la población diversa y adelantará las gestiones necesarias con 
el ICETEX para que sean incluidas dentro de las líneas especiales de crédito y subsidios 
a la tasa de interés y al sostenimiento. Y como tercera y última acción en la materia, 
establece que el Gobierno Nacional deberá adicionar un rubro especial con recursos 
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 ―Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de 
restitución de derechos territoriales a las víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades 
indígenas‖, (Ministerio del Interior, 2011a). 
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 Artículo 2 de Decreto-Ley 4633 de 2011. 
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económicos suficientes al Fondo Álvaro Ulcué Chocué para el pago de matrículas y 
sostenimiento de los estudiantes indígenas de que trata este Decreto. 
b) Comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras 
El Decreto No. 4635 de 201174  parte del reconocimiento de la victimización sistemática y 
desproporcionada contra las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras y de sus derechos en tanto víctimas individuales y colectivas de violaciones 
de normas  internacionales de Derechos Humanos o infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario75. 
El artículo 88, del Decreto enunciado establece  -al igual que el Decreto Ley para las 
comunidades indígenas- las siguientes tres acciones afirmativas en educación superior: 
La primera, guardando relación con las disposiciones adoptadas en la Ley 1448 de 2011, 
establece que las instituciones técnicas profesionales, tecnológicas, universitarias o 
escuelas tecnológicas y universidades de naturaleza pública,  en el marco de su 
autonomía, deben establecer, en el año siguiente a la entrada en vigencia del presente 
decreto, los procesos de selección, admisión y matrícula que posibiliten que las víctimas 
de que trata el presente Decreto tengan, en la mismas condiciones que los miembros de 
los grupos étnicos a que se refiere el artículo 205 de la Ley 1448, acceso prioritario y 
preferencial a los programas académicos ofrecidos por estas instituciones.  
 Adicionalmente, se puso en cabeza del  Ministerio de Educación Nacional el deber de 
incluir a las víctimas de que trata el presente Decreto dentro de las estrategias de 
atención a la población diversa y adelantar así, las gestiones necesarias con el ICETEX 
para que sean incluidas preferencialmente dentro de las líneas especiales de crédito y 
subsidios a la tasa de interés y al sostenimiento. 
 
 
                                               
 
74
 ―Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de 
tierras a las víctimas pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras‖ (Ministerio del Interior, 2011c). 
75
 Artículo 2 del Decreto-Ley 4635 de 2011. 
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c) Pueblo gitano 
El lineamiento legal tiene por objeto establecer el marco normativo e institucional de la 
atención, asistencia y reparación integral de las víctimas pertenecientes al pueblo Rrom, 
ofreciendo herramientas administrativas, judiciales y mecanismos de participación, para 
que sus miembros individual y colectivamente considerados, sean restablecidos en sus 
derechos respetando su cultura, existencia material e incluyendo sus derechos como 
víctimas de violaciones graves y manifiestas de normas internacionales de derechos 
humanos o infracciones al derecho internacional humanitario76. 
El artículo 62 del Decreto No. 4634 de 201177 por el cual se dictan medidas de asistencia, 
atención, reparación integral, y restitución de tierras a las víctimas pertenecientes al 
pueblo rom o gitano, establece al hilo de la Ley 1448 de 2011 que son las instituciones 
técnicas profesionales, instituciones tecnológicas, instituciones universitarias o escuelas 
tecnológicas y universidades de naturaleza pública, en el marco de su autonomía, los 
entes que deben establecer, dentro del año siguiente a la entrada en vigencia del 
presente Decreto, los procesos de selección, admisión y matrícula que permitan a las 
víctimas del Pueblo Rrom o Gitano el acceso preferencial a los programas académicos 
ofrecidos por estas instituciones; adicionalmente, establece como competencia del MEN 
incluir a las víctimas de que trata el presente Decreto, dentro de las estrategias de 
atención a la población diversa, así como la tarea de adelantar las gestiones para que 
sean incluidas preferencialmente dentro de las líneas especiales de crédito y subsidios 
deI ICETEX. 
De acuerdo con los preceptos normativos enunciados se hace necesario precisar los 
siguientes aspectos: 
1. Los Decretos con fuerza de ley aquí señalados tienen el mismo nivel jerárquico 
que la Ley 1448 de 2011. A pesar de lo anterior, las disposiciones relacionadas 
en el Decreto que desarrolla los mecanismos de asistencia, atención y reparación 
para el pueblo romm, no es exegético respecto al carácter de las medidas, lo que 
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 Artículo 1 del Decreto No. 4634 de 2011. 
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 ―Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y restitución de 
tierras a las víctimas pertenecientes al pueblo Rrom o Gitano‖ (Ministerio del Interior, 2011b). 
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si queda claro es que las mismas no fueron definidas como acciones 
afirmativas78. 
2. La Ley 1448 de 2011 y de su decreto reglamentario regulan sobre la misma 
materia que los decretos ley mencionados, sin embargo, se faculta directamente a 
las instituciones de educación superior de naturaleza pública para que promuevan  
condiciones de acceso a la población víctima, situación que nos hace 
preguntarnos respecto al rol del Ministerio de Educación en esta materia, ¿por 
qué respecto a las víctimas definidas en la ley 1448 de 2011, que no tienen esta 
doble condición de vulnerabilidad, sí cumple un papel central?. 
Por otro lado, es importante resaltar que estas comunidades étnicas cuentan con un gran 
legado ancestral y cultural que exige del Estado un tratamiento diferencial enmarcado en 
el respeto de sus tradiciones y cosmovisiones, lo que sin duda, podría significar la 
construcción de sistemas educativos propios que procuren el rescate y la conservación 
de su identidad. Estas poblaciones han sido históricamente excluidas y se han visto 
gravemente afectadas por el conflicto armado interno que afronta el país,  de tal forma, 
que la Educación Superior, realmente podría ser la herramienta para transformar sus 
condiciones actuales. Sin embargo, las disposiciones mencionadas como acciones 
afirmativas o medidas de asistencia podrían revestir de eficacia instrumental siempre y 
cuando se articulen con las demás disposiciones legales proferidas sobre la materia, y 
tengan un impacto real y transformador en sus condiciones de vida. 
2.3 Política pública en educación superior y las acciones 
desarrolladas desde el punto de vista normativo 
 
Hasta aquí hemos desarrollado  la definición y alcance de las  disposiciones normativas 
que en materia de educación superior ha dispuesto el legislador en el marco de la ley 
1448 de 2011, por lo que a continuación, nos enfocaremos a enunciar las acciones 
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 ―(…) Acción afirmativa, entendida como toda medida de carácter temporal con la que se busca 
asegurar la igualdad de oportunidades, a través de un trato preferencial, a los miembros de un 
grupo que ha experimentado situación de discriminación y marginalidad (…)‖ (León & Holguín, 
2004). 
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desarrolladas que podrían definir el alcance de la política en materia de educación 
superior  en el marco de este contexto transicional. 
El Ministerio de Educación Nacional ha presentado  acciones, que han procurado aportar 
a la generación de soluciones que propenden por la implementación de la disposición 
contenida en el artículo 51 de la Ley 1448 de 2011, sin embargo, estas no se encuentran 
planteadas dentro de una política pública consistente e integral que involucre las medidas 
de asistencia y acciones afirmativas expuestas a lo largo del desarrollo del presente 
escrito. 
Desde el nivel de educación superior, el Ministerio de Educación Nacional presentó el 
documento ―Lineamientos de Política de Educación Superior Inclusiva‖79. Para ello, la 
Entidad adelantó un ejercicio de diálogo participativo con  diversos actores institucionales 
y de la sociedad civil, identificando las principales barreras de acceso y permanencia al 
sistema de Educación Superior de grupos poblacionales como: grupos étnicos, población 
víctima afectada por el conflicto armado, población en condición de discapacidad y 
habitantes de frontera80. 
Este proceso permitió identificar los actores involucrados en su aplicación y el rol que 
desempeña cada uno, tomando en cuenta aspectos como las limitantes frente al acceso, 
permanencia y graduación, así como las estrategias para contrarrestar estas dificultades. 
Sin embargo el documento de lineamientos así como la política pública aún se encuentra 
en construcción y no han sido avalados por el Consejo Nacional de Educación Superior – 
CESU -.81 Sin embargo, varias instituciones han venido desarrollando medidas puntuales 
para dar cumplimiento a las disposiciones contenidas en la ley, veamos a continuación 
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 Documento en construcción en el cuál se evidencia la construcción de una política pública de 
educación inclusiva. 
80
 El artículo 2, de la Ley 191 de 1995: Por medio de la cual se dictan disposiciones sobre zonas 
de frontera, establece que la acción del Estado en las Zonas de Frontera deberá orientarse a la 
consecución de objetivos priorizados, entre los que se encuentra, el mejoramiento de la calidad de 
la educación y formación de los recursos humanos que demande el desarrollo fronterizo. En el 
mismo sentido, la norma establece que la cooperación con los países vecinos debe ―(…) 
garantizar a los habitantes de las Zonas de Frontera el derecho fundamental a la educación, 
promover el intercambio entre instituciones educativas, educandos y educadores en todos los 
niveles; armonizar los programas de estudio y el reconocimiento de los grados y títulos que 
otorguen las instituciones educativas y facilitar la realización de actividades conjuntas, propias de 
su objeto, entre las instituciones de educación superior‖. 
81
 El CESU tiene como función proponer al Gobierno Nacional las políticas y planes para la 
marcha de la educación superior del país. Ver Artículo 36 de la Ley 30 de 1992.  
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las acciones que se detallan en el informe de gestión que consolidad la Unidad de 
Victimas. 
El presidente de la República, profirió el Decreto 1725 de 2012, adoptó el Plan Nacional 
de Atención y Reparación Integral a las Víctimas de que trata la Ley 1448 de 2011 el cual 
se compone del conjunto de políticas, lineamientos, normas, procesos, planes, 
instituciones e instancias contenidas en los Decretos números 4800, 4829 de 2011, 0790 
de 2012, así como en los documentos CONPES 3712 de 2011 y 3726 de 2012 ver 
páginas 23 y 24. 
El Consejo Nacional de Política Económica y Social - Departamento Nacional de 
Planeación de aquí en adelante – CONPES – presentó el  Plan de Financiación para la 
sostenibilidad de las medidas adoptadas en la Ley 1448 de 201182. Este documento 
CONPES 3712 de 2011, señaló que los costos relacionados con la implementación de 
las medidas de educación superior (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 
2011, p. 23) contempladas en el Artículo 51 de la Ley 1448 de 2011 se trasladarían al  
componente de Generación de Ingresos. El componente mencionado se fundamenta en 
el artículo 130 de la Ley 1448 de 201183, el cual busca  ―incrementar el potencial 
productivo de la población en situación de pobreza extrema y desplazamiento, 
aprovechando sus capacidades y creando oportunidades para que puedan acceder y 
acumular activos‖ (Ministerio de Justicia y del Derecho, 2012, p. 37). Es de anotar que 
esta Política de Generación de Ingresos (PGI) no se traduce en una transferencia de 
renta específica como si sucedió con los recursos destinados a la asistencia en 
educación de los niveles de preescolar, básica y media. Lo que puede implicar que los 
recursos destinados para el desarrollo de la educación superior como medida asistencial 
sean provistos por fondos especiales que cubren medidas de reparación. 
Ahora bien, el Consejo Nacional de Planeación mediante el  Conpes 3726 del 30 de 
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 Lo anterior conforme la competencia establecida en el Artículo 19 de la Ley 1448 de 2011, 
83
 De acuerdo con el Artículo 130, sobre ―Capacitación y planes de empleo urbano y rural‖, ―El 
Servicio Nacional de Aprendizaje SENA dará prioridad y facilidad para el acceso de jóvenes y 
adultos víctimas, en los términos de la presente ley, a sus programas de formación y capacitación 
técnica‖. 
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mayo de 2012, definió el Plan Nacional de Atención y Reparación Integral.84 En este 
documento - que hace parte integral de un Decreto presidencial-, se identificó el 
componente de la indemnización administrativa como un elemento de la reparación 
integral , para ello estableció la tarea de implementar un Programa de Acompañamiento 
con el fin de promover una adecuada inversión de los recursos que las victimas reciban a 
título de indemnización administrativa y se propuso como modalidades de inversión, 
entre otras medidas, la Formación técnica o profesional para las víctimas o los hijos e 
hijas de estas, lo anterior dentro de la ruta de reparación integral desde el ámbito 
individual.   
De lo anterior, tenemos que la Ley 1448 de 2011 estableció que la educación superior es 
una medida de asistencia a las víctimas del conflicto armado, sin embargo, el Consejo 
Nacional de Planeación marcó una diferenciación en el origen de los recursos que 
financiarían la implementación de la misma a nivel de educación superior. Esto podría 
generar que a nivel presupuestal la medida de asistencia - bajo estudio - tenga un 
tratamiento fiscal que lo ubica en el componente indemnizatorio de una medida 
reparadora. Situación que no podría cambiar la naturaleza legal y el desarrollo 
institucional de una u otra medida 
Por otro lado, podemos identificar que otra de las actividades desarrolladas en este caso 
por el Ministerio de Educación Nacional, el Instituto Colombiano de Crédito Educativo y 
Estudios Técnicos en el exterior "Mariano Ospina Pérez"- ICETEX y la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Victimas, fue la firma 
del Convenio Marco de Cooperación No. 389 de 2013 para la Constitución de un fondo 
de reparación para el acceso, permanencia y graduación en educación superior para la 
población víctima en respuesta a lo ordenado por la Ley 1448 de 201185; el fin de este 
fondo es otorgar créditos educativos –modalidad condonable– de pregrado, en respuesta 
a lo ordenado por la Ley 1448 de 2011.  
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 El Decreto 1725 de 2012 adoptó el Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas de que trata la Ley 1448 de 2011, el cual se compone del conjunto de políticas, 
lineamientos, normas, procesos, planes, instituciones e instancias contenidas en los Decretos 
números 4800, 4829 de 2011, 0790 de 2012, así como en los documentos CONPES 3712 de 
2011 y 3726 de 2012 (ver páginas 23 a 24). 
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 Ver Gobierno Nacional (2013). 
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En el convenio se lee que el mismo funcionará con $33.484.627 millones de pesos para 
financiar la formación de 598 estudiantes victimas que se ubiquen entre los mejores de 
las pruebas saber Pro. Los créditos son condonables hasta por 11 SMMLV y también 
prevee un recurso de sostenimiento condonable condicionado a la permanencia 
estudiantil por 1.5 SMMLV al semestre por cada beneficiario.86  De aquí observamos 
relevante la denominación del fondo, toda vez que, de acuerdo a lo establecido por el 
legislador la educación superior no es una medida de reparación, es claramente una 
medida de asistencia. Esto podría implicar que las víctimas aumenten sus expectativas 
de reparación integral respecto de un programa cuya naturaleza legal es meramente 
asistencial.  
En consonancia de lo anterior, la Junta Administrativa del fondo enunciado definió el 
reglamento operativo del mismo, en este documento estableció que la duración del 
crédito se da por el número de créditos o el equivalente en semestres del programa 
académico y se oferta a todos los niveles de formación: Técnico Profesional, Tecnológico 
y Universitario en modalidad  presencial o a distancia en Colombia87.  
Quienes podrían participar de estas convocatorias? Los ciudadanos colombianos, que no 
tengan apoyo económico adicional para adelantar estudios de educación superior en los 
niveles técnico profesional, tecnológico o universitario de entidades nacionales u otros 
organismos, que estén  incluidos en el Registro Único de Víctimas o reconocido como tal 
en los fallos de Justicia y Paz según lo indica el artículo 153 de la Ley 1448 de 2011. 
Adicionalmente, se exige que el interesado se encuentre admitido en una Institución de 
Educación Superior reconocida por el Ministerio de Educación Nacional. Otros requisitos 
son el grado de bachiller, la presentación de la prueba saber 11. Esto refiere, que los 
ciudadanos que no cuentan con los recursos para iniciar el proceso de admisión o 
continuación de estudios en una institución de educación superior quedarían fuera de 
esta convocatoria. 
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 Convenio No. 389 del 24 de mayo de 2013. 
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 Ver reglamento operativo del fondo de reparación para el acceso, permanencia y graduación en 
educación superior para la población víctima del conflicto armado. 
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A partir de lo anterior, tenemos entonces que el Ministerio de Educación Nacional y el 
Consejo Nacional de Planeación han implementado acciones en el marco de las 
disposiciones contenidas en la Ley 1448 de 2011 y demás Decretos; retomaremos en el 
acápite siguiente principalmente las acciones relacionadas con el fondo de reparación, 
por ser la que más resultados podría aportarnos a nuestro estudio de eficacia. 
3. Implementación de la medida durante la 
vigencia de la Ley 1448 de 2011 al  2013 
Habiendo discutido y adoptado el concepto de justicia transicional como proyecto 
democrático y distinguido dentro de este las diversas medidas que los estados pueden 
adoptar, - haciendo claridad que en el caso colombiano la educación superior ha sido 
incorporada como medida de asistencia -, procedemos a evaluar los resultados de la 
implementación de la medida para determinar si puede llegar a ser eficaz, esto es, si sus 
objetivos pueden cumplirse y si puede ser valorada como un instrumento capaz de 
transformar la situación de exclusión que enfrentan las víctimas. Esto en concordancia 
con la propuesta de entender las medidas de asistencia en materia de educación 
superior como medidas transformadoras. 
3.1 Principales resultados obtenidos  
Recordemos que una de las medidas definidas por la Ley 1448 de 2011, establece que el  
Ministerio de Educación Nacional debe Incluir a las víctimas en las estrategias de 
atención a la población diversa  y adelantar las gestiones para que sean incluidas dentro 
de las líneas especiales de  crédito y subsidios del ICETEX hacia relación a la inclusión 
de la población en las estrategias de crédito. 
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Como resultado de esta convocatoria, y luego de los esfuerzos adelantados por el MEN 
durante el 2012 y el año 2013, se pueden evidenciar los siguientes resultados: 
Datos relevantes de los resultados de la convocatoria Total 
No. De aspirantes inscritos de la primera convocatoria 6.882 aspirantes. 
Aspirantes que cumplían requisitos para continuar el 
proceso 
3.092 aspirantes. 
Victimas favorecidas con la medida 621 estudiantes. 
Recursos comprometidos $19.532.302.982. 
Porcentaje distribuido por género Mujeres: 59,1% - Hombres 40.9%. 
Aspirantes que ingresan a su primer período Académico 383 (61 %) 
Personas que están en la continuación de su carrera es 
decir de segundo semestre en adelante 
238 (49%), 
 
Fuente: Información suministrada por el grupo de trabajo con víctimas de la Subdirección de 
Fomento Ministerio de Educación Nacional. Diciembre de 2013. 
 
 
De lo anterior tenemos que fueron más de 6000 ciudadanos en condición de víctimas del 
conflicto los que acudieron a la convocatoria del Ministerio de Educación, sólo 3092 
estaban inscritos como tales en la Unidad de reparación a las víctimas, luego con ellos se 
adelantó el estudio de solicitudes que concluyó con el otorgamiento de 621 créditos 
condonables. Estos primeros 621 beneficiarios van a iniciar o continuar sus estudios - 
con recursos del Estado, es de anotar que el número de cupos a asignar se supedita a 
cálculos presupuestales pero no se indican en la convocatoria. La diferenciación entre el 
porcentaje distribuido por género obedece al cumplimiento de requisitos. 
Es así que podemos observar que la relación de víctimas desde el enfoque de género y a 
nivel territorial, puede estimarse como lo indica el siguiente cuadro: 
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Fuente: Cuadro retomado de manera integral de las Diapositivas Fondo de Reparación para el 
Acceso, Permanencia y Graduación en Educación Superior para la Población Víctima del Conflicto 
Armado. Elaborado por Marcela Teresa Torres Harker. Programa de Atención Diferencial y 
Preferencial en Educación Superior para la Población Víctima del Conflicto Armado. 10 de 
septiembre de 2013. 
 
De lo anterior tenemos que el mayor número de víctimas se encuentra ubicado en el 
Distrito Capital de Bogotá seguido de Antioquia, Bolívar, Santander; esto es relevante 
toda vez que la medida logra llegar a los Departamentos con mayor número de población 
victima en el país. Además es de anotar que esta distribución cumple con unos 
promedios máximos estipulados en  el reglamento operativo del Fondo. 
Ahora bien, es importante señalar que estos 621 ciudadanos –víctimas del conflicto 
armado interno– escogieron de manera voluntaria e inicialmente desde sus propios 
medios económicos, la continuidad de sus proyectos académicos, principalmente en 
programas de un nivel profesional universitario, seguido de programas de nivel 
tecnológico y en una proporción muy baja a programas de nivel técnico, veamos las 
siguientes cifras:  
 
Entidad Territorial Mujeres
% Mujeres en el 
Depto
Hombres
% Hombres en 
el Depto
 Recursos 
Mujeres 
 Recursos 
Hombres 
Total 
(Hombres+
Mujeres)
Total Recursos 
(Mujeres+Hombr
es)
ANTIOQUIA 66 53.66% 57 46.34% 1,986,984,966    2,049,561,295 123 4,036,546,261   
ATLANTICO 4 57.14% 3 42.86% 108,923,760       129,504,647     7 238,428,407       
BOLIVAR 38 55.88% 30 44.12% 1,025,261,807    714,332,254     68 1,739,594,061   
BOYACA 3 60.00% 2 40.00% 102,071,142       38,394,682       5 140,465,824       
CALDAS 28 71.79% 11 28.21% 732,122,896       473,897,995     39 1,206,020,890   
CAQUETA 2 50.00% 2 50.00% 47,910,344         39,550,770       4 87,461,114         
CASANARE 1 50.00% 1 50.00% 33,471,715         36,518,601       2 69,990,316         
CAUCA 13 68.42% 6 31.58% 355,515,641       119,587,524     19 475,103,165       
CESAR 3 50.00% 3 50.00% 77,615,128         119,496,323     6 197,111,451       
CHOCO 9 60.00% 6 40.00% 187,750,876       173,846,002     15 361,596,878       
CORDOBA 5 71.43% 2 28.57% 121,257,423       72,473,916       7 193,731,339       
CUNDINAMARCA 0.00% 1 100.00% 18,821,074       1 18,821,074         
DISTRITO CAPITAL 104 57.14% 78 42.86% 3,795,841,990    3,189,791,395 182 6,985,633,385   
HUILA 0.00% 3 100.00% 34,994,454       3 34,994,454         
LA GUAJIRA 1 50.00% 1 50.00% 9,109,639            25,004,440       2 34,114,079         
MAGDALENA 5 55.56% 4 44.44% 193,203,895       129,970,551     9 323,174,446       
META 2 66.67% 1 33.33% 105,872,701       24,758,250       3 130,630,950       
NARINO 0.00% 3 100.00% 109,085,301     3 109,085,301       
NORTE DE SANTANDER 5 41.67% 7 58.33% 57,789,887         215,921,025     12 273,710,912       
QUINDIO 6 100.00% 0.00% 200,078,669       6 200,078,669       
RISARALDA 5 55.56% 4 44.44% 210,103,274       114,574,570     9 324,677,844       
SANTANDER 48 75.00% 16 25.00% 854,603,813       526,617,921     64 1,381,221,735   
SUCRE 5 71.43% 2 28.57% 146,882,258       34,306,731       7 181,188,990       
TOLIMA 9 81.82% 2 18.18% 197,964,559       33,510,203       11 231,474,762       
VALLE DEL CAUCA 5 35.71% 9 64.29% 145,982,244       411,464,430     14 557,446,675       
Total 367       59.098% 254         40.902% 10,696,318,627 8,835,984,354 621 19,532,302,982 
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Distribución de los créditos por niveles de formación. 
Nivel de formación Total Cifras 
Nivel Tecnológico 141 
Nivel Técnico 5 
Nivel Universitario 475 
 
Fuente: Cifras aproximadas que resultan del análisis general de los datos suministrados por la 
Subdirección de Fomento del Ministerio de Educación. 
Recordemos que instituciones como el SENA cuenta con registros calificados para 
ofrecer programas del nivel técnico y tecnológico, luego no podría dar respuesta a la 
demanda educativa de las víctimas en cuanto a al interés de escoger o terminar sus 
programas de formación profesional universitaria. 
De igual relevancia resulta identificar la naturaleza pública y/o privada de las IES 
escogidas por las víctimas para el inicio o consecución de estudios de educación 
superior, veamos: 
Carácter de las IES escogidas por las victimas Total 
Instituciones de naturaleza Privado 70 
Instituciones de naturaleza Público 30 
Fuente: Cifras aproximadas que resultan del análisis general de los datos suministrados por la 
Subdirección de Fomento del Ministerio de Educación. 
En una proporción considerable se observa que las víctimas, adelantarán o darán 
continuidad a sus programas de educación superior, principalmente en instituciones de 
naturaleza privada, lo anterior es relevante si se tiene que la disposición legal en materia 
de educación vincula únicamente a las instituciones de carácter oficial, cuando de 
acuerdo con las cifras, son más las IES de carácter privado. Veamos:  
Carácter  Oficial  No Oficial 
Régimen 
Especial 
Total 
Universidad 31 49 1 81 
Institución universitaria/Escuela tecnológica 15 93 12 120 
Institución tecnológica 6 38 6 50 
Institución técnica profesional 9 28 0 37 
Total general 61 208 19 288 
Fuente: SACES Información con corte a diciembre de 2013 
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http://www.mineducacion.gov.co/sistemasdeinformacion/1735/w3-article-212350.html  
Otro aspecto que resalta el Ministerio de Educación Nacional, es el acompañamiento 
técnico a las instituciones de educación superior, respecto a este punto y de acuerdo al 
informe presentado al Congreso de la República (Gobierno Nacional, 2013) en el marco 
de la Ley 1448 de 2011, se ha brindado asistencia y acompañamiento a las IES en 
articulación con Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas y sus Direcciones Territoriales en articulación con la Unidad, y se visitaron entre 
otros departamentos las ciudades de Cartagena y Villavicencio. 
Resalta el Ministerio88 como resultados positivos de la asistencia técnica, las siguientes 
experiencias: 
 Acuerdo 004 de 2012 ―Por el cual se fijan descuentos en la matrícula de los 
estudiantes del Instituto de Educación Técnica Profesional de Roldanillo-Valle-
INTEP‖89: Es de anotar que este acuerdo se expide con fundamento en la Ley 1448 
de 2011 y en la parte considerativa queda expreso el carácter  asistencial de la 
medida en Educación Superior, y no hace ninguna mención respecto a la población 
víctima. Sólo refiere a comunidad indígena minoría étnica, desplazados, 
reinsertados, deportistas de alto rendimiento. El descuento de la matrícula 
corresponde al 80% del total de la matrícula. 
 
 Acuerdo 075 de 2012 de la Universidad Nacional de Colombia,  ―Por el cual se crea 
el programa de admisión especial a las víctimas del conflicto armado interno en 
Colombia‖ (Consejo Superior Universitario, 2012). Con este, la Universidad Nacional 
de Colombia facilita el ingreso de las víctimas del conflicto armado interno, con el fin 
de hacer efectivo el goce de la dignidad, la justicia y la reparación, como 
materialización de sus derechos constitucionales, para ello crea el programa de 
admisión especial para estudiantes de grado 11 reconocidos como víctimas del 
conflicto armado interno, según lo establecido en el Artículo 3 de la Ley 1448 de 
2011. Destina, para cada periodo académico, un número de inscripciones gratuitas 
                                               
 
88
 Información facilitada por la Subdirección de Fomento del Ministerio de Educación Superior. 
89
 Consultar el acuerdo en la siguiente dirección electrónica: 
http://www.intep.edu.co/Es/Usuarios/Institucional/file/DerechosPecuniarios/Acuerdo%20004.pdf 
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para ser distribuidas entre estudiantes de grado 11 que se encuentran inscritos en el 
Registro Único de Víctimas, entre otras. 
 
Por último, resaltamos la convocatoria para la creación o modificación de programas 
académicos con enfoque de educación superior inclusiva. Lo anterior toda vez que 
durante el año 2013, el Ministerio de Educación Nacional90 convocó de manera pública 
un banco de elegibles orientado a crear o modificar programas académicos y/o el 
fortalecimiento de procesos académicos y administrativos de educación superior con 
enfoque de educación inclusiva; está dirigida a  Instituciones de Educación Superior 
Colombianas que conformen alianzas con organizaciones sociales y/o entidades del 
sector público o privado para la realización de la misma el Ministerio contó con un total de 
$2.400.000.000. 
3.2 ¿Son eficaces las disposiciones legales en materia 
de educación superior? 
Bajo el contexto enunciado, tenemos que dar respuesta a dos grandes temas que se 
desarrollaron en este trabajo, uno contenido en el otro,  el primero da cuenta de la 
eficacia instrumental de las medidas brevemente explicadas, y el segundo, de la 
naturaleza de la medida legal en materia de educación superior y como esta podría tener 
un efecto reparador, empecemos por lo primero. 
Son eficaces las disposiciones legales en materia de educación superior 
contenidas en la ley 1448 de 2011 y su desarrollo reglamentario? 
El profesor García Villegas señala que existe una crisis de la ley en primer lugar, porque 
la pérdida de la eficacia responde a la dispersión del poder y a la ―falta de homogeneidad 
y coherencia del sistema jurídico‖ (García Villegas, 1993, p. 103). En la medida en que no 
es una única entidad la que emite las normas y sus decisiones pueden llegar a estar 
condicionadas por las disposiciones de otros organismos, así mismo el alcance de los 
objetivos de las normas llega a aminorarse y esto se ve reflejado en el impacto real de la 
                                               
 
90
 Ver, por ejemplo, la convocatoria disponible en el siguiente enlace: 
http://www.mineducacion.gov.co/1621/articles-324027_archivo_pdf_terminos_convocatoria.pdf 
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disposición legal en sus destinatarios. De acuerdo al concepto de eficacia instrumental 
del profesor Mauricia García, tenemos que las disposiciones legales bajo estudio no son 
eficaces por los siguientes cuatro argumentos. 
 
En cuanto al contenido de los actos administrativos 
Primero, existe falta de homogeneidad y coherencia en la ley y su desarrollo legal, lo 
anterior se observa en cuanto el legislador le otorga a las IES - de naturaleza pública- la 
competencia de establecer procesos de selección, admisión y matrícula dirigidos a las 
víctimas y posteriormente mediante Decreto reglamentario, tal competencia la traslada al 
Ministerio de Educación Nacional, lo que en principio nos permitiría inferir posibles vicios 
de fondo por inobservar el principio de unidad de Materia. 
Igual observación merece la competencia establecida en el MEN relacionada con las 
estrategias para el acceso de la población victima a programas de educación superior, lo 
cual guarda relación con las funciones establecidas en el artículo 1 del Decreto 1306 de 
200991; sin embargo no es claro como el Decreto reglamentario le otorga competencia a 
la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral para promover 
la suscripción de convenios, cuando el tema de la Educación Superior, y en esta materia 
específica,  está en Cabeza del Ministerio de Educación Nacional, ahora bien, con 
fundamento en el proceso transicional que atraviesa el país, lo que el Legislativo y el 
Gobierno debieron articular fue la participación conjunta entre esta dos entidades del 
Estado. 
Segundo, los Decretos con fuerza de Ley que regulan las disposiciones en materia de 
educación superior dirigidas a las poblaciones Indígenas y comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y pueblo rom, definen estas medidas como acciones 
afirmativas, no como medidas asistenciales, a diferencia de lo establecido en la ley 1448 
de 2011.  Independiente a la condición de sujetos de especial protección constitucional, 
las medidas en educación reguladas en el marco de la justicia transicional y las medidas 
de reparación, atención y asistencia dirigidas a las víctimas del conflicto deberían guardar 
congruencia e ilación entre sí mismas, situación que impactaría positivamente su 
implementación. Esta situación se resalta, por un aspecto importante que motiva nuestro 
                                               
 
91
 Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Educación Nacional, y se determinan las 
funciones de sus dependencias. 
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tercer argumento y es la posible confusión entre la naturaleza de una medida y otra, y 
como ello podría, por un lado disminuir el monto de las indemnizaciones que pueda 
recibir una víctima en el marco de una demanda contenciosa de reparación directa, y por 
otro, como podría el Estado enviar un mensaje equivocado a la población respecto a su 
gestión en materia de víctimas y reparación. 
Tercero, los recursos destinados para financiar la implementación de la medida en 
Educación Superior a diferencia de los dineros que corresponde para los niveles de 
educación básica y media, no vienen del Sistema General de Participación; tan es así 
que en el informe de gestión presentado por el Gobierno Nacional a las comisiones 
primeras de Senado y Cámara92 se indicó que los recursos asignados a la educación 
superior hacen parte del total ejecutado en el componente de reparación integral, lo que 
llama nuestra total atención, pues el legislador claramente determinó que no obstante el 
efecto reparador de las medidas de asistencia, éstas no sustituyen o reemplazan las 
medidas de reparación. Por lo tanto, el costo o las erogaciones en las que haya incurrido 
el Estado en la prestación de los servicios de asistencia en materia de educación 
superior, en ningún caso podrían descontarse de la indemnización administrativa o 
judicial a que tienen derecho las víctimas. 
Este aspecto amerita la revisión de legalidad del Decreto 1725 de 201293 del cual hace 
parte integral los documentos CONPES 3712 de 2011 y 3726 de 2012, toda vez que 
desde la parte presupuestal la medida en educación superior tiene un tratamiento y se 
ubica como un componente de reparación que no definió el legislador. 
En cuanto a las disposiciones específicas en materia de educación  
Ahora bien, y teniendo en cuenta que la ley de víctimas y restitución de tierras lleva más 
de dos años de vigencia,  vale la pena revisar la eficacia instrumental ahora de la 
implementación de las disposiciones legales, de lo cual se observa lo siguiente: 
 
                                               
 
92
 Página 381 del informe de gestión correspondiente del mes de agosto de 2013 
93
 Por medio del cual se adoptó el Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
de que trata la Ley 1448 de 2011 el cual se compone del conjunto de políticas, lineamientos, 
normas, procesos, planes, instituciones e instancias contenidas en los Decretos números 4800, 
4829 de 2011, 0790 de 2012. 
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Fortalecimiento de las líneas especiales de crédito y subsidios 
Primero, se han favorecido 621 víctimas del conflicto armado interno dentro de la 
estrategia de inclusión de las mismas a las líneas especiales de crédito y subsidios del 
ICETEX a través del fondo ―de reparación a las víctimas en educación superior‖. Frente a 
este aspecto sólo me voy a detener a reflexionar sobre dos aspectos, el primero tiene 
que ver con la denominación del fondo constituido la cual no corresponde a la naturaleza 
que el legislador le dio a la educación superior, lo que de sobremanera ya genera 
expectativas amplificadas en la totalidad de las víctimas y de la sociedad, pues por un 
lado, un alto número de las víctimas se perciben como posibles beneficiarias de la 
medida y por el otro, el resto de la sociedad de la que hago parte espera del Estado una 
respuesta efectiva respecto a la reparación integral de esta población vulnerable. Por ello 
es dable que las víctimas y la sociedad en general conozcan la implementación de la 
medida como parte integral de la política pública de carácter asistencial en materia de 
víctimas, que busca la garantía efectiva de un derecho económico y social de carácter 
progresivo y no como un componente del Derecho a la reparación integral en sí con 
todos los estándares adoptados en Colombia y explicados con anterioridad. 
Por otro lado y como segundo aspecto, reflexiono sobre toda la población victimas que 
tiene o tuvo como parte de su proyecto de vida culminar o iniciar un programa de 
formación en educación superior, y que por sus condiciones económicas no cumplen con 
los requisitos establecidos en el reglamento operativo del fondo, es decir no están 
inscritos en una IES, no ocupan los primeros lugares en las pruebas Saber pro, ¿cómo 
llega el Estado a esta población que también siendo víctima está en desventaja por 
razones de regionalización o por razones económicas?, esto nos lleva a nuestro 
siguiente punto de análisis. 
Acceso de las víctimas a los programas académicos  
 
Siguiendo con nuestro análisis de eficacia tenemos que en dos años de vigencia de la ley 
sólo dos instituciones de las más de 280 IES que tiene el país han implementado 
procesos de  selección, admisión y matrícula posibilitando el acceso de las víctimas a los 
programas académicos, lo que nos lleva a preguntarnos sobre  la articulación de las IES 
restantes con las medidas establecidas en la ley 1448 de 2011. Considero que se trata 
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de un proceso en construcción que exige la participación activa de todos los actores que 
conforman el Sistema de Aseguramiento de la Calidad. 
 
Respecto a este aspecto es oportuno avanzar en la consolidación de una  Política 
Pública, que de manera integral desarrolle una  propuesta que oriente claramente a las 
IES (públicas y privadas) en la construcción de opciones  efectivas para el acceso,  
inclusión y permanencia  de las  personas  víctimas  del  conflicto  armado  al punto de 
que sin ir en contra de la autonomía universitaria impacten positivamente las propuestas 
de los Proyectos Educativos  Institucionales. Para ello, el Estado debe articular los 
proyectos y estrategias de fomento de la educación superior con las líneas de calidad 
adoptadas por los órganos asesores como el CNA y la CONACES, así mismo y con el 
objetivo de involucrar a la totalidad de IES en estos procesos inclusivos donde la 
Educación Superior como un servicio público y sin entrar en contradicción con la garantía 
de la autonomía universitaria, es una herramienta de transformación en el marco de la 
justicia transicional podría el Estado y con el fin de exigir desde la creación de programas 
académicos hasta la estructuración de una nueva IES condiciones precisas que insten a 
repensar desde la academia el acceso pero principalmente  la permanencia de la 
población victima adelantar las siguientes modificaciones a la normatividad universitaria 
vigente: 
 
- Modificatoria del Decreto 1295 de 2010: Este Decreto establece las condiciones de 
calidad que debe cumplir un programa académico de educación superior para que pueda 
ofrecerse en cualquier lugar del país. Consideramos que el mismo puede ser modificado 
en el sentido de incluir una nueva condición de calidad, que exija de las IES - públicas y 
privadas- la presentación de procesos de selección, admisión y matrícula ( y/o) proyectos 
que contemplen la creación de programas académicos y la renovación de los mismos 
con enfoque de educación superior inclusiva para las víctimas del conflicto armado. 
 
- Modificatoria del Decreto 1448 de 1994: Este Decreto permite que las ―personas 
Naturales o jurídicas‖  puedan crear instituciones de educación superior, por lo que el 
Estado, en su función de aseguramiento de la calidad, podría exigir lineamientos y 
políticas de selección, admisión y permanencia de la población víctima del conflicto 
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armado interno, en los respectivos estudios de factibilidad que acompañan las 
propuestas de creación. 
 
De esta manera podemos concluir que las medidas de asistencia adoptadas con el fin de 
garantizar el acceso y la permanencia de las víctimas a los programas de educación 
superior no son eficaces toda vez que requieren, por un lado de que  los objetivos 
específicos de dicha medida aún no se cumplen, luego de la misma no se puede predicar 
un impacto transformador y dos, porque la medida transicional no se articula 
armoniosamente entre sus propias disposiciones y principios, lo que debilita el 
cumplimiento real de la medida.. 
 
Conclusiones  
La medida en educación con impacto reparador 
Teniendo en cuenta los elementos conceptuales desarrollados en el presente trabajo es 
preciso decir que, en cuanto se trata de un componente de la política social y del derecho 
a la educación que el Estado debe desarrollar progresivamente para todos los 
ciudadanos, la educación superior claramente es una medida asistencial que, hasta 
ahora, ha tenido un impacto reparador sólo de forma simbólica, pues en la 
implementación la población víctima como se mostró con las estadísticas disponibles, no 
se ha beneficiado. 
 
Una política de dimensión transformadora podría coincidir con una política social en 
cuanto al propósito de focalizar los recursos para que las víctimas puedan superar su 
situación de marginación social,  pero siempre se distinguiría en cuanto a su título o 
fuente, pues las medidas o políticas de reparación con enfoque transformador se fundan 
en la existencia de un daño derivado por la violencia sistemática o no de derechos 
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humanos; la política social es un deber y una responsabilidad del Estado que no 
dependen de lo anterior (Díaz Gómez, C., Sánchez, N. C. & Uprimny Yepes, R. (Eds.). 
(2009), pág. 655) 
  
Desde el punto de vista de las políticas educativas en concreto podemos afirmar que la 
materialización de las medidas enunciadas en materia educativa se confunden con las 
políticas públicas que de ordinario se aplican a toda la población en situaciones de paz, 
como parte de su ejercicio cotidiano de gobernar y que le es exigible por vía 
administrativa a un estado social de derecho.  
 
Sin embargo, vale la pena pensar entonces, en la posibilidad de que las medidas en 
materia de educación superior puedan ser definidas legalmente – bajo el escenario 
particular del conflicto colombiano – como una medida transicional con impacto 
transformador, que dignifique a las víctimas en su calidad de vida y en la capacidad de 
agencia para procurarse mejores medios de subsistencia y a la vez le permitan aportar 
activamente en la reconstrucción del tejido social resquebrajado por el conflicto armado. 
Para ello, debe partirse de la base que toda medida en favor de las víctimas que se 
otorgue en el marco de un escenario transicional tiene que ir más allá de la órbita de la 
política educativa en general. En otras palabras, dado que el reconocimiento de una 
acción afirmativa en materia educativa para las víctimas, se realiza en virtud de tal 
condición, es necesario entonces que se distingan claramente de la política educativa 
general.  Su potencial transformador en este sentido, puede reforzarse en la medida en 
que se parta de las aspiraciones y proyectos de las propias víctimas, e involucrándolas 
en su diseño e implementación. Hasta el momento, y después de su implementación, se 
ha avanzado muy poco en esta materia. 
 
De esta manera el Estado cumpliría el cometido constitucional de posibilitar el desarrollo 
de las potencialidades del ser humano de una manera integral y formar al colombiano en 
el respeto de los derechos humanos y la paz, logrando superar los problemas de 
exclusión y brindando a las víctimas garantías de no repetición bajo un contexto de 
justicia transicional como  proyecto democrático. 
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